Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE (Bango).- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 15 y 10.) 


En primer lugar queremos agradecer la respuesta a esta invitación que han dado el Fiscal 
Letrado Nacional de Menores de 3er. Turno, doctor Gustavo Zubía, y la Fiscal de 2” Turno, doctora 
Mariana Malet. 


Esta Comisión Especial fue creada por la Asamblea General para tratar los temas de la 
seguridad pública, en particular, los vinculados a menores en conflicto con la ley, y tenemos el objetivo 
de enviar sugerencias legislativas para mejorar los problemas que detectemos. Previamente, entre 
todos los partidos, nos hemos puesto de acuerdo en elaborar una ley de responsabilidad penal 
adolescente y nos interesa analizar los eventuales contenidos que ese nuevo cuerpo jurídico debiera 
incluir. Hemos ido construyendo acuerdos pero en base a su experiencia de trabajo como operadores 
del sistema, ustedes podrán darnos insumos para incorporar al proyecto de ley. 


SEÑORA MALET.- Cuando recibí la versión taquigráfica me surgió la duda en cuanto a si se estaba 
pensando en temas puntuales, por ejemplo, si se puede acusar sin el informe de los especialistas 
donde está internado un muchacho -lo que ocurrió con el famoso "Pelón"- o en alguna situación 
especial sobre las tipificaciones. No puede ser que en un Código se establezca que cabe la tentativa 
en la culpa; ese es uno de los errores que tiene el Código que también habla de la coautoría de la 
culpa. Sin embargo, más allá de las dificultades que tiene el Código para su manejo y algunas 
imprecisiones técnicas, quiero dejar sentado que para mí fue mucho más fácil trabajar con este Código 
que en el período previo. Lo digo porque por primera vez apareció estampada la filiación directa del 
Código a la Convención sobre los Derechos del Niño. Es decir que no solo se aprobó la Convención 
sino que, además, se siguieron principios fundamentales en ella establecidos como, por ejemplo, la 
idea de que hay que diferenciar al muchacho que está en situación de desamparo del que es un 
infractor. Con la situación prevista no se da más un hecho irregular sino la protección integral, y quedó 
claro en el Código. Por lo tanto, en función de los principios que desarrolla -y aunque es un proceso 
que tiene errores-, dejo sentada mi posición -en la que creo que me acompañan varios- de que esto es 
mucho mejor que lo que teníamos antes. Es lo que ocurre, por ejemplo, con el principio de inmediación. 
Nosotros discutimos en las audiencias las posturas de una y otra parte. Si bien en la sentencia final eso 
no aparece y se tergiversa, en la audiencia preliminar damos nuestros puntos de vista y ya no es más 
el receptor que se confunde con el Juez sino que es el propio Juez quien está obligado a tomar la 
declaración bajo pena de nulidad de la audiencia. Para mí ese es un progreso invalorable que tenemos 
desde el año 2004. Quiero señalar que yo estoy por vocación en este tema desde 1998 -es decir que 
estuve antes y después- y creo que es mucho mejor lo que tenemos ahora. 


Según vimos, se cuestionaba si los informes son preceptivos. Lo son, inclusive, en el 
momento en que acusamos porque el numeral 8) del artículo 76 del Código obliga al Fiscal -no 
olvidemos que son medidas educativas- a tomar en cuenta los informes del lugar donde el muchacho 
está internado para, en función de ellos, del delito y la gravedad del mismo, -como establece el Código 
y la Convención- pedir una pena proporcionalmente adecuada al joven y sus circunstancias. Eso es 
preceptivo. 


También es verdad que casi nunca acuso con el informe. El INAU no nos manda los informes 
a tiempo. Por lo tanto, es enorme el porcentaje de acusaciones que hace la Fiscalía sin esos informes 
que considero gravitantes. En el año 2004, yo optaba por mandárselos de vuelta al Juez diciendo que 
faltaban los informes. Entonces, me decían: "Acusá igual". Y eso es lo que he hecho: "Acuso igual". 
Además, los plazos son brutalmente cortos, solo tenemos sesenta días. Además, en ese caso hubo 
algún problema matemático que llevó a que pasaran los sesenta días. No me interesa entrar en la 
situación puntual. Quiero decir que en el 90% de los casos nosotros llegamos a acusar sin tener los 
informes del lugar de internación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿El 90% de los casos del sistema o en la práctica? 


SEÑORA MALET.- Nosotros necesitamos el informe de los lugares de internación para los que están 
privados de libertad. 


Además, me parece que en el Código existe un problema, ya que está enfocado hacia 
Montevideo, y la especialización que tenemos en la capital se desvirtúa en el interior porque no existe 
la posibilidad de Jueces específicos en materia de adolescentes. Entonces, trabajan simultáneamente 
penal e infractores. 


En cuanto a los plazos, tenemos seis días para acusar y seis días para contestar. Pueden ser 
rapiñas, ocho copamientos o un homicidio, y siempre tenemos seis días para acusar. El pedido de 
pruebas es de apenas veinte días. A veces nos parece que no deberíamos pedir la reconstrucción 
porque los plazos son muy cortos, cuando es inconcebible, en el Derecho Penal de adultos y de 
infractores no hacer una reconstrucción. O sea que los plazos son algo absurdos y, más aun, cuando 
comparamos con la apelación. Entonces, debido a que debemos ir al Código del Proceso Civil, al 
Código General del Proceso, esa sentencia que tuvo que dictarse rápidamente, después tenemos 
quince días para apelar. Entonces, la sentencia -lo establece el Código- existe: adolescente infractor 
con sentencia firme. O sea que todavía no tenemos un adolescente infractor con posibilidad de 
aplicarle una medida hasta que pasen todos los plazos para que esa sentencia quede firme. Aquí 
también hay una distorsión. 


Por otro lado, personalmente -aunque creo que en alguna oportunidad ya lo hemos hablado 
con los compañeros- creo que el Tribunal de Alzada tiene que ser un Tribunal especializado. No puede 
ser que el mismo Tribunal que está familiarizado con temas civiles, pruebas civiles, etcétera, tenga que 
intervenir en una materia que, si bien conoce, no la domina tanto. Inclusive, la percepción y el calibre 
de la prueba son distintos. 


SEÑOR ZUBÍA.- Les agradezco la invitación. 


Si me dejan hablar, debería hacerlo por lo menos durante dos o tres horas como mínimo para 
poder explicitar los grandes problemas que en este momento, no solamente desde el punto de vista 
legal, sino filosófico e ideológico, invaden las áreas de lo que vamos a adelantarnos a denominar 
justicia penal juvenil. 


Creo que existe confusión en muchas personas, inclusive, en nosotros. Como anécdota les 
voy a contar que en una oportunidad, en un Juzgado, alguien empezó diciendo: "Este joven está 
confundido", alguien replicó: "No, la mamá, la familia del joven está confundida", alguien dijo: "No, el 
INAU es el que está confundido". Entonces, llegamos a la conclusión de que hay una confusión general 
en estos temas. 


El señor Presidente habló de una reforma integral del Código, pero creo que esa sería una 
fase que ameritaría una convocatoria mucho más profunda que la de hoy, inclusive, haciendo la 
pertinente convocatoria a los señores Jueces. Porque, si bien es cierto que estuvo un señor Ministro de 
la Suprema Corte de Justicia -si mal no recuerdo-, los Jueces están en la primera línea de combate y 
son los que al igual que nosotros tienen a diario la visión no solamente del adolescente y la situación 
en que llega al Juzgado, sino también la del Policía que lo trae, la del padre y la madre que está 
llorando y la de la víctima que también tiene graves problemas. Es decir, es una visión conjunta. Ojalá, 
algún día pudieran acompañarnos como Legisladores para observar esa realidad que es muy jugosa 


Comparto totalmente lo que decía la doctora Malet en cuanto a la diferencia que existe con la 
Justicia Penal de adultos por la que todos hemos pasado como Fiscales; el sistema tiene una falta de 
personalización en la Justicia Penal de adultos que no sucede en menores infractores. A mi juicio en 
este Código más que defectos hay falta de "aggiornamiento" con la situación que estamos viviendo 
hoy. El Código fue un gran avance y en sus líneas procesales básicas creo que debe ser valorado. 


De acuerdo con la versión taquigráfica de la sesión anterior, si no entendí mal, parecería que 
interesaba la opinión de los operadores sobre la iniciativa que presentó el INAU. Quisiera saber si es 


así para no ingresar indebidamente en un área que, si bien no es específicamente la nuestra, si el 
señor Presidente me autoriza, quisiera hacer una apreciación. 


Tengo la grata sorpresa de haber conversado con el doctor Salsamendi como Presidente del 
INAU en forma muy diferente a las conversaciones que mantuve anteriormente con otros Presidentes. 
Desde 1999 he conversado con todos debido a problemas que en el interior afectaban a la minoridad 
infractora. La grata sorpresa es que veo que hay un conjunto operativo que quiere hacer las cosas, que 
quiere decididamente cambiar una situación que, en este momento yo calificaría de insoportable 
debido a las graves falencias que estaban sucediendo a nivel del Instituto. 


Voy a hacer una única reflexión porque no voy a entrar en detalles ya que se me iría el 
tiempo; quizás ya se lo dijimos a él en la oportunidad en que nos citó a todos los operadores al INAU. 
Se pretende una conformación colegiada del órgano que tendría a su cargo la tarea que hoy lleva a 
cabo el SEMEJI -de los menores infractores internados- en un área tan sensible como es la de tomar 
decisiones que, por lo que sabemos, deben ser tomadas en horas de la madrugada, en situaciones de 
extrema tensión en lo que respecta a menores infractores. Por lo tanto, colegializar esa institución que 
va a tener a su cargo esas medidas, parecería una forma de diluir las oportunas responsabilidades y 
tomas de decisión que serían imperativas en este momento llevar a cabo en forma clara, concreta, 
tajante e inmediata. Es la única reflexión que quiero hacer. El punto da para mucho más, pero 
simplemente quiero decir que estamos ante una emergencia, las cifras de fugas, las de incumplimiento 
de los mandatos judiciales son alarmantes y no son de ahora sino que vienen de antes. 


Respecto de las eventuales modificaciones, me tomé el atrevimiento de esbozar algunas 
ideas. En muchas los operadores pueden estar de acuerdo y en otras no, pero dejo planteado el tema 
en forma genérica. 


En primer lugar, voy a referirme al modelo general y apunta a un futuro. El modelo general 
que hoy tenemos para menores infractores es un modelo inquisitivo-acusatorio. El Juez es el que 
determina qué casos se llevan al juzgado. Parecería, en consonancia con lo que en materia penal se 
está tratando, que si existe una gran reforma de modelos penales, lleguemos a un proceso acusatorio, 
es decir, en el que el Fiscal, trabajando conjuntamente con la Policía, se ponga la mochila a cuestas y 
haga las investigaciones pertinentes para llevar el caso al Juez. Hoy la situación, a mi juicio -hablo en 
forma totalmente personal-, es gravísima para la indagatoria de un homicidio que no queda aclarado en 
las primeras cuarenta y ocho horas. Como el homicidio no queda aclarado de inmediato -que es la 
forma rápida de solucionarlo-, todo pasa por indagatorias que se empiezan a prorrogar en el tiempo a 
nivel judicial. La Policía sirve nada más que para llevar las citaciones, porque no informa más cuando 
no es dentro de las cuarenta y ocho horas; el Juez está a lo que pide el Ministerio Público y aquello se 
transforma en una cadena burocrática para solicitar las pruebas y a su vez, cuando se citan a los 
testigos unos vienen y otros no. Hoy para mí es dramática la investigación de homicidios con este 
sistema. 


En segundo término, me voy a referir a lo siguiente. Como decía la doctora Malet, el plazo es 
de sesenta días al día de hoy. En eso creo que hay unanimidad de todos los operadores en el sentido 
de que hay que llevarlo a noventa y algunos han sostenido que debería llevarse a un poco más porque, 
matemáticamente, no dan los plazos establecidos en el Código. 


En tercer lugar, actualmente no se persigue la tentativa de infracciones graves, básicamente 
-para ser sencillos-, las tentativas de hurto. En mi posición personal, eso genera graves consecuencias, 
no solamente para las víctimas sino para los propios menores infractores. Yo les pongo el siguiente 
ejemplo: el menor es detenido por un caso de tentativa de hurto, de flagrancia, aunque también puede 
ser una tentativa de hurto de cierto volumen. Comunicado el Juez de esto, ese menor queda 
automáticamente en libertad. La pregunta es, desde el punto de vista psicológico, ¿qué información 
estamos dando a ese joven que ha sido detenido, luego de una persecución eventualmente, y la 
víctima observa como, cuando el funcionario se comunica telefónicamente con el Juez, este lo deja en 
libertad? Admito que hay otras posiciones y por eso se asumió el no agravar la tentativa de hurto en 
beneficio no solamente del menor sino también del operador o del Estado porque se quita una gran 
cantidad de casos que, de lo contrario, tendrían que pasar por los estrados judiciales. Pero si lo que 
queremos es que el joven tome conciencia del "disvalor" de su conducta -como decimos 


tradicionalmente-, más allá de que el Fiscal pida o no el procesamiento por razones de oportunidad, 
parecería que debería comparecer ante un magistrado por lo que hizo. 


En cuarto término, existe hoy una audiencia preliminar y otra final, según el artículo 76. 
Nosotros planteamos que cuando hay conformidad de todos los operadores -defensores, fiscales; el 
Juez estará a las resultancias de estos- en que se realice una audiencia única. El chico es reconocido 
por tres testigos, confiesa su conducta, hay filmación en el caso de un ómnibus rapiñado, ¿qué más se 
necesita? Los informes. Bueno, estamos diciendo que hoy por hoy los informes no están llegando. 
Quizás se pueda instrumentar algún mecanismo por el cual el informe se haga en las cuarenta y ocho 
horas en las que se mantiene en detención al chico, se realice en forma urgente, etcétera. Creo que así 
el beneficio va a ser mucho mayor. 


En quinto lugar, quiero señalar que actualmente no se pueden imponer dos medidas 
socioeductivas, en virtud de lo establecido por el artículo 85. Se plantea que, en caso de que existan 
razones y estén los operadores de acuerdo, el joven pueda recibir la imposición de dos medidas 
socioeducativas que sean racionalmente compatibles. Voy a poner un ejemplo. Un chico lesiona 
gravemente a un vecino. Se le impone, supongamos, una internación o una libertad asistida, pero 
parecería que la otra medida inevitable es la prohibición de acercarse a ese vecino. De lo contrario, hay 
posibilidades de que se produzca otro incidente. Ese es un ejemplo entre los múltiples que podría citar. 


En sexto término, cabe señalar que actualmente los recursos se tramitan por disposiciones 
civiles. Hay toda una remisión a una legislación civil y eso, como adelantaba la doctora Malet, puede 
acarrear graves problemas al momento de su interpretación y, concretamente, puedo decir que los ha 
acarreado. 


En séptimo lugar, hoy se discute el cómputo de las agravantes, referidas al artículo 73. Está 
el caso de un homicidio por ejemplo, muy especialmente agravado. Ese el caso de los homicidios por 
sicario. Ya hemos tenido el famoso caso de una contadora que fue perseguida en varias oportunidades 
para dársele muerte y operaba un menor. No es para nada lo mismo el homicidio por sicario que el que 
puede darse a resultancias de una situación emocional o pasional; son las antípodas, más allá de la 
muerte que está presente. Sé que esto se discute y hay que sanearlo. La figura del homicidio muy 
especialmente agravado, que es la que posibilita la imposición de la sanción más grave, quedaría fuera 
de contexto, fuera de carrera. El Código no es claro, no dice que no se computan agravantes, hace 
silencio, establece que se computan solo atenuantes. Sería interesante que se clarificara y a mi juicio 
que se lo hiciera en cuanto a que sí haya imputación. 


En octavo término, hacemos referencia a que el Juez tiene hoy discrecionalidad total para la 
imposición de sanciones. El Juez puede aplicar, por la sanción más grave, desde una medida de 
devolución a los padres, con admoniciones, hasta una medida de internación en el INAU. Si bien es un 
tema discutible y lo acepto porque los Jueces, en materia de adolescentes, tienen que tener 
flexibilidad, hay ciertos casos extremos donde la flexibilidad me ha llevado, como Fiscal, a tener que 
apelar un copamiento en el cual, a una persona de setenta años, luego de ingresar a su hogar, tres 
jóvenes lo maniatan, le ponen un paño en la boca y lo golpean con la culata de un arma de fuego 
durante una hora y media, porque, lamentablemente, no coincidí con el magistrado actuante dado que 
les impuso un régimen de libertad asistida. Yo discrepé radicalmente y apelé. El Tribunal me dio la 
razón y se impuso catorce meses de privación de libertad a estos jóvenes. Estas circunstancias, no son 
habituales ni mucho menos y, en general, hay una ponderación y un equilibrio de los magistrados, pero 
parecería que como en el Código Penal se fijan franjas de mínimos y máximos, en el Código de la 
Niñez y la Adolescencia, por la gravedad de los delitos, podrían fijarse las mismas franjas, con la 
siguiente acotación: en caso de acuerdo entre todas las partes, puede vulnerarse la franja. Lo digo 
porque tuvimos el caso de una chica que dio muerte a su padre luego de que este abusara de ella en 
circunstancias anteriores. Había una legítima defensa incompleta. Yo, frente a ese homicidio que fue 
con muchas puñaladas y mucha sangre, solicité una medida no privativa de libertad para la joven, 
porque ese caso no tiene la más mínima relación con otro tipo de homicidios -como el del sicario- y es 
de gran sensibilidad. 


En noveno lugar, cabe acotar que actualmente no hay tribunales especializados en minoridad 
infractora, como decía la doctora Malet. Se plantea crearlos. 


En décimo término, si bien el Código, en su artículo 116, comete a la Corte la reglamentación 
del registro de antecedentes, hoy no existe registro de antecedentes de menores infractores. A veces 
es un poco risueño cuando se habla de pasar o no los antecedentes de los menores infractores cuando 
son adultos. Me pregunto cómo vamos a pasar lo que no existe. En Montevideo, hay un sistema muy 
artesanal. A veces nos reímos porque sabemos de los antecedentes por la cara del muchacho. El 
sistema es ir a buscar unos cuadernos a los otros Juzgados. Por ejemplo, si el menor en la Ciudad de 
la Costa cometió tres homicidios, en Montevideo es primario porque acá, más allá de haberle visto la 
cara en el diario, no sabemos absolutamente nada. 


Estos, a mi juicio, son unos parches; no apunta al sistema integral, lo que motivaría un gran 
trabajo. En definitiva -lamento haber robado más tiempo del pertinente- creo que el Código tiene que 
sincerarse con una ecuación que en este momento estamos viviendo y que es la siguiente. Ya el 
Código disminuye las sanciones en un sexto con respecto a las de adultos. Es decir que el máximo de 
treinta años para adultos, el Código lo maneja en cinco años; hay una disminución de un sexto. 
Entonces, esa disminución ya racionaliza -que a mi juicio no habría que aumentar las sanciones porque 
cinco años es suficiente-, pero cuando esos cinco años implican la imposición de una medida de dos, 
tres, cuatro o cinco, es importante que exista no solo el cumplimiento sino una racionalidad en la 
imposición. Por eso decía que cuando el Código establece baremos relativamente suaves comparados 
con los países europeos, el seguir machacando en que esa pena debe ser nada más que imputada a 
privación de libertad, cuando es la última de las ratios, cuando ya no existe otra posibilidad, parecería 
una forma paternal o maternal de tratar a un adolescente que debe ser tratado como un individuo con 
responsabilidad disminuida, pero con responsabilidad en definitiva, para clarificar y hacer un sistema 
más cristalino, que es lo que estamos procurando. 


Muchas gracias. 


SEÑOR ORRICO.- Desde el alma agradezco la presencia de los doctores Malet y Zubía en la 
Comisión, de quienes tengo un alto concepto. 


Me gustaría hacer algunas preguntas respeto a las exposiciones brindadas. Se habla de 
modificar a 90 días el plazo máximo para la sentencia; yo quiero recordar que cuando se aprobó el 
Código de la Niñez y la Adolescencia esto fue algo que es discutió mucho, inclusive, el doctor Alberto 
Alonso vino a este ámbito a advertir que los plazos, tal como estaban previstos, no iban a alcanzar. A 
veces en política se aprueban algunas cosas, pero con toda nobleza debo reconocer que esa 
circunstancia, en ese momento, fue advertida por los Defensores de Oficio. 


Quisiera saber si los invitados piensan realmente que no habría que diferenciar. Entiendo que 
el rasero no está bien, porque hay muchos casos -por ejemplo una rapiña, con testigos, la víctima y el 
delito es reconocido por el menor- que deberían ser más rápidos que otros. Le temo a las graduaciones 
que establecen que "por razones fundadas el Juez podrá extender el plazo a 90 días"; de hecho, todos 
se extienden a 90 días. No debemos dejar de reconocer que hay cierto funcionamiento burocrático, y 
no lo digo en el mal sentido, sino que a todos nos pasa, somos seres humanos. Yo tengo un alto 
concepto de la Justicia, de los Fiscales y de los Defensores de Oficio de mi país, pero todos somos 
humanos y ese tipo de cosas las hacemos. 


Entonces, ¿hasta qué punto no habría que graduar en función de algún parámetro más 
objetivo, por ejemplo, la gravedad del hecho u otra cosa que no permita apuntes genéricos como 
puede ser: "dada la gravedad del hecho estudiado, establezco el plazo en tal fecha?”. Con esto, 
terminaríamos en una fórmula que nadie comprobaría y, de hecho, siempre nos iríamos a los 90 días. 


SEÑOR VIERA.- Permítame, señor Diputado. 


Lamentablemente, una vez más, se citó esta Comisión a la misma hora en que se reúne la 
Comisión Permanente, por lo que tengo que retirarme. 


Agradezco la claridad con que se han expresado los doctores invitados. 


SEÑOR ORRICO.- Estoy de acuerdo cuando se habla de que no se persigue la tentativa, 
fundamentalmente, la tentativa de hurto. Está bien, pero hay que graduar de qué se está hablando, 
porque hay tentativas de hurto tan mínimas que hasta parece ridículo mover un aparataje del Estado 
por eso. 


Estoy de acuerdo con que hay que revisarlo, pero tampoco hay que pasar un rasero. 
Quienes hemos trabajado en esto sabemos que está lleno de casos particulares, y que la ley tiene 
como inconveniente que es general, impersonal y abstracta. 


Se dice que actualmente los recursos se tramitan por disposiciones civiles. Debo aclarar que 
teníamos dos fórmulas cuando estábamos aprobando el Código de la Niñez y la Adolescencia: nos 
referíamos al horrendo CPP que tenemos o al Código General del Proceso que, al fin y al cabo, es un 
Código modelo. Estoy de acuerdo con que hay que cambiar eso pero, como dice un cronista deportivo: 
"¡Es lo que hay, valor!", es lo que teníamos, no había mucho para elegir. 


Estoy totalmente de acuerdo con la discrecionalidad total para imponer sanciones, aunque 
así no debería ser. Esto implicaría hacer un Código en el que -al igual que cualquier ser humano de 
cualquier parte del planeta- se estableciera que ante cual conducta, será condenado con cierta pena. 
Creo que esto es un residuo del viejo sistema tutelar, que aquí está. En realidad, el Juez es un buen 
padre de familia, que sabe tanto, que es él quien decide por sí y ante sí qué sanción aplicar. 


Me parece que esto implicaría una decisión política de mayor envergadura, porque hay que 
hacer un Código nuevo, al menos en esta parte. 


Lo mismo digo respecto a los Tribunales especializados en minoridad infractora, es decir, que 
estoy de acuerdo. 


He leído algunas cosas que si fueran traídas al Uruguay sería como estar hablando de 
Venus. En el sistema noruego es muy común que todo se arregle en una audiencia entre victimario y 
víctima. No digo de generalizar esto porque estaríamos delirando, inclusive, porque creo que la opinión 
pública no estaría en condiciones de aceptar soluciones de este tipo, pero sí entiendo que sería bueno 
comenzar a trabajar en algunos casos específicos con soluciones de este tipo, de forma tal que a 
través de audiencias de conciliación entre víctima y victimario se pueda llegar a soluciones. Digo esto 
como algo a explorar y no porque tenga un proyecto concreto, aunque debo aclarar que sí los hay. 


SEÑOR MICHELINI.- En primer lugar agradezco la presencia de los doctores Zubía y Malet, pues 
ilustran a la Comisión de acuerdo con el objetivo y buen propósito que esta tiene. 


En segundo término, quiero hacer una pregunta estrictamente técnica operativa del Código. 
Si no existe el régimen de antecedentes judiciales a cargo de la Suprema Corte de Justicia, ¿qué pasa 
con la acumulación de causas en caso de infracciones reiteradas? Daría la impresión de que eso no 
está funcionando. 


En tercer lugar, voy a formular una pregunta de carácter sociológico. De acuerdo con la 
experiencia de los visitantes, quisiera saber si sienten, perciben o vivencian si efectivamente hay una 
modificación de los jóvenes que llegan acusados de estar en conflicto con la ley penal. La legislación 
se hace sobre una base; como ustedes saben, el Código se promulgó en setiembre de 2004, pero 
comenzó a estudiarse con mucha anticipación y tuvo un proceso muy largo. El Código no está 
interpelado sino que, en general, salió muy bien; sí me parece que hay que interpelar a la sociedad 
uruguaya en su conjunto. 


Desde esta perspectiva, quisiera saber si desde su lado del mostrador pueden expresar ese 
sentir. 


SEÑORA MALET.- Respecto a los plazos procesales, hay situaciones en las que es muy claro que 
debemos contar con mayor plazo, concretamente, en los homicidios. A los Jueces -sigo hablando de la 


perspectiva de la capital del país porque tiene una realidad muy distinta a la del interior-, aun estando 
abocados exclusivamente a los adolescentes infractores, permanentemente se les suceden los 
períodos de turno -los Fiscales estamos de turno cada dos semanas-, y para ubicar un día para hacer 
una reconstrucción de un homicidio, por ejemplo, deben trastocar todo el sistema. 


Hay plazos que, en principio y en función de la gravedad del caso -por ejemplo, en un 
homicidio-, podrían alargarse. 


Quiero hacer una aclaración respecto a los homicidios muy especialmente agravados. En 
realidad, son tipos penales complejos, que no se toman como agravantes sino como un tipo penal 
agravado. En general tipificamos homicidio muy especialmente agravado, porque es un tipo penal 
nuevo y no un agravante. No podríamos estar tipificando y condenando por un homicidio muy 
especialmente agravado, porque es un tipo penal distinto. 


En cuanto a la tentativa de hurto, puede ser tan mínima que no sea necesario iniciar proceso. 
El Código consagra algo que no tenemos en el papel para los mayores, que es el principio de 
oportunidad. Entonces, el Juez puede considerar -hay alguna disposición expresa que lo señala-, por la 
ínfima afectación del bien jurídico, que ese asunto no se continúa. Es decir que por tipificar la tentativa 
de hurto no vamos a estar trayendo cosas baladíes al Juzgado. 


No nos tenemos que olvidar de que lo que estamos estableciendo son medidas educativas y 
que no estamos haciendo un fraude de etiquetas. Me parece que si establecemos una franja mínima 
estamos vulnerando la posibilidad de que, en algunos casos concretos, la medida educativa no tenga 
ni siquiera que ir a esa medida generalizada mínima que se señala. 


Precisamente, yo entré preguntando si se trataba de una ley puntual o de un código. Por 
supuesto que si lo que se quisiera hacer fuera un código completo -al final la ley es un código- me 
ofrecería para hacer una presentación más seria de esto. 


Con respecto a la mediación debemos decir que está prevista en el artículo 83 del Código de 
la Niñez y la Adolescencia, pero se trata de un artículo muy largo, con algunos gerundios y cosas 
bastante complicadas. Además, entre nosotros no hay una cultura de la mediación. Por otra parte, si 
bien en el Poder Judicial la mediación se está trabajando muy bien y es un arma muy interesante -por 
ejemplo, en el Euskal Erria veo que lo que hacía el viejo Juzgado de Paz, ahora lo hacen centros de 
mediación que están trabajando en eso- tiene límites, porque ante un homicidio no vamos a mediar. 


Esto se engarza con el tema del acusatorio o lo inquisitivo que se estaba planteando acá. A 
mí me parece que uno de los temas importantes, al margen de que sea el Fiscal o el Juez, es que 
efectivamente haya un instructor judicial, porque estamos dejando la instrucción en la Policía. A mí no 
me importa tanto si es el Juez o alguien del sistema judicial el que coordine todo, pero sí me importa 
que no sea un mero atendedor del teléfono. 


Alo que habría que dar mayor peso es a la atención a las víctimas, en lo que también juega 
un poco la mediación. Yo creo -desde mi punto de vista parece una paradoja pero represento también a 
las víctimas- que con pocas normas tendríamos que atender a las víctimas. Hoy tengo un caso del 
padre de un muchacho que murió, a quien le cierran todas las puertas que golpea: el Juez porque no 
forma parte del proceso, y el señor no tiene una instancia en la que pueda intervenir, la defensa porque 
dice que defiende solo al infractor y los fiscales hacen su trabajo; yo los escuché y nada más pude 
hacer. Me parece que el punto de la víctima en este momento de tanta conmoción es importante. Me 
refiero a que haya alguien que, por lo menos, los escuche; ni siquiera pido un psicólogo. 


Con respecto a la acumulación de causas, efectivamente hacemos unificaciones. Los 
Juzgados están en permanente contacto. En las causas de Montevideo hacemos unificaciones porque 
se van a fijar en los antecedentes. Es cierto que de una manera artesanal, pero hacemos unificación de 
medidas. 


En cuanto al tema de la gravedad, yo creo que el problema son las fugas porque turno tras 
turno me encuentro con muchachos fugados. Yo no sé si son más los adolescentes que delinquen. En 
realidad, tengo la impresión de que son siempre los mismos que se endulzan, que van cometiendo 
cada vez delitos más graves. ¡Me vienen siempre los fugados! Cuando oía la reclamación del padre de 
una víctima, la verdad es que pensaba que tenía toda la razón del mundo porque un muchacho se 
había fugado, me avisaron que no acusara y yo pensé: "¿A quién va a matar ahora?". Efectivamente, a 
la semana había un muerto más. 


SEÑOR ZUBÍA.- Comenzando por el final, estoy en un todo de acuerdo con la doctora Malet. El centro 
de la operativa de aquí al futuro debe ser el INAU, el INAU y el INAU. 


En cuanto a las preguntas acerca de los plazos quiero expresar que se trata del máximo de 
plazo, lo que no quiere decir que el Juez lo tenga que tomar. Tenemos audiencia única para los casos 
sencillos que se hacen en dos patadas -y pido disculpas por la expresión popular- porque el chico ya 
viene confesado y las víctimas lo reconocen de inmediato. Entonces, audiencia única y plazo mayor a 
noventa días. 


Respecto a la tentativa, el buen sentido prima en los operadores. Eso es algo que hemos 
visto siempre. Es más: en los hechos, el Juez no trae esos casos al Juzgado. Hay hurtos que el Juez 
selecciona. El Juez es un seleccionador telefónico, y ustedes se preguntarán: "¿Se aparta de la 
normativa?". No, no se tiene por qué apartar; con decir que no tiene la prueba acabada para traer el 
caso al Juzgado, ya está. En la historia de los operadores judiciales en materia de minoridad infractora 
hemos tenido distintos perfiles de Jueces. Hubo Jueces que no traían el caso al Juzgado si la prueba 
no estaba muy acabada. A ese ítem me remito cuando digo que -somos todos Jueces y Fiscales 
veteranos- el buen sentido prima. Pero si mañana hacen un boquete en el Banco de la República y hay 
una banda de adolescentes organizados preparando una tentativa de hurto de varios lingotes de oro, 
quiero ver qué hace la opinión pública cuando nos enfrentemos al hecho de que la tentativa no es 
perseguible. 


Aquella reflexión "Cuando murió el hijo, María tapó el pozo" viene al caso al analizar el 
asunto de los plazos. Hace mucho tiempo que los operadores judiciales venimos diciendo que los 
plazos no están bien, que están matemáticamente incorrectos. Ahora, por el tema puntual, el caso 
despierta conmoción. 


Y traigo a colación otro artículo del Código, como es el referido a los menores adictos, de 
quienes se requiere conformidad para ser sometidos a internación. Acepto que es discutible, pero por 
lo menos quitemos al menor consumidor -sé que es un tema de familia pero lo traigo a colación- la 
posibilidad de que, enojado con su padre y con la vida, cuando el padre de rodillas y con lágrimas en 
los ojos -como yo he visto a muchos padres- le diga: "Por favor internate", como represalia diga "No me 
interno nada". Cuando suceda una gran desgracia con un menor a quien el padre buscaba internar, y 
este salga diciendo: "Yo quise internarlo, pero la ley dice que se necesita su aquiescencia", se 
producirá cualquier tipo de consecuencia. 


SEÑOR LACALLE POU.- Ya se ha presentado la reforma a ese artículo. 


SEÑOR ZUBÍA.- Perfecto, porque hace tiempo que venimos lidiando con ese tema. Es complejo, 
porque internar compulsivamente no es fácil. En eso estamos de acuerdo, pero por lo menos quitemos 
al joven la última palabra y dejemos a los operadores maniobrar para lograr una internación no tan 
compulsiva. Si el joven sabe que tiene la última palabra... 


Se preguntaba acerca de la discrecionalidad de los Jueces. Cuando yo me refería a fijar 
franjas apuntaba a que en los casos gravísimos no tengamos que fijar cualquier tipo de medida. Por 
ejemplo, en el departamento de Colonia, por una rapiña con arma de fuego a una panadería, se le 
impusieron cinco años de internación al adolescente. En Montevideo, por una rapiña con arma de 
fuego a una panadería, si el chico es primario, probablemente -a pesar de que yo le voy a pedir 
internación- el Juez dictamine un arresto domiciliario o una medida de menor entidad. 


Entonces, ¿qué es lo que sucede? Cuando esos dos chicos, por el azar, se encuentren en el 
INAU, uno va a decir: "A mí me dieron cinco años de internación" y, el otro: "A mí me dieron un arresto 
domiciliario". Estoy poniendo un ejemplo maniqueo, solamente a los efectos de llegar al caso extremo; 
por supuesto que la realidad es mucho más matizada. 


Con respecto a la conciliación, debo decir que se utiliza, pero uno no puede enfrentar al 
rapiñero con el guarda del ómnibus al que le puso el revólver en la frente; es decir que se utiliza 
solamente para algunos casos. 


¿Saben cuál es el porcentaje de rapiñas que llegan a los Juzgados en este momento? Entre 
el 70% y el 80% de los casos que nos llegan, son rapiñas; el otro 20% se discrimina entre hurtos, 
homicidios y algún delito sexual, que son escasos. Es decir que el mayor porcentaje son rapiñas. 
¿Cómo enfrentamos al rapiñero y a la víctima? Hay que aclarar que el rapiñero es un espécimen muy 
especial, porque tiene violencia. La rapiña no es un delito contra la propiedad sino que es un delito 
pluriofensivo porque afecta a la propiedad pero también a la persona. Entonces, la conciliación se 
puede utilizar en caso de un piñazo o de un hurto, pero no en el caso de las rapiñas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿A cuántos casos se refiere cuando habla del 70% y en qué período? 


SEÑOR ZUBÍA.- Lamentablemente, me estoy manejando con la experiencia habitual. En este 
momento no estoy preparado para mencionar cifras pero, según la experiencia habitual, en el último 
turno que tuve en el Juzgado, entre un 80% y un 85% fueron rapiñas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Qué significa ese porcentaje en cifras? 


SEÑOR ZUBÍA.- Por día tenemos seis o siete memorandos, en el correr de una semana son cincuenta 
y dos, y de ese total, cuarenta o cuarenta y cinco son rapiñas. 


SEÑOR MOREIRA.- Recuerdo que cuando estuvo el Presidente de la Suprema Corte de Justicia, dijo 
que había una enorme diferencia entre Montevideo y el interior en la ocurrencia de rapiñas, y que en 
Montevideo el porcentaje era de un poco más del 76%. 


SEÑOR ZUBÍA.- El tema que todos tenemos que saber es que se discrimina. La Policía hace algo que 
se llama selección negativa, pero esa selección sigue a través de los distintos operadores. Inclusive, 
hay una "des-selección" -de acuerdo con la entidad- en base a si el Juez percibe que existe o no 
prueba y eso, hoy, en el sistema inquisitivo, queda librado al entendimiento del señor Magistrado; en un 
sistema acusatorio quedaría librado al entendimiento de los Fiscales. Ustedes dirán: es lo mismo, son 
seres humanos, pero por profesión o por especialización, el Fiscal no está llamado a juzgar sino a 
perseguir -porque es un persecutor-; en cambio, el Juez está llamado a juzgar. 


En cuanto al tema de los registros que mencionaba el Representante Michelini, debemos 
decir que los registros son solamente en Montevideo porque, por lo menos, se manejan 
artesanalmente, pero en el interior hay graves dificultades, y nosotros no tenemos conocimiento de 
ellos. 


Por último, con relación al perfil de los jóvenes infractores, se nota que hay incidencia de 
varios factores, entre los que cito: la droga y la percepción de que no pasa nada, como dijo 
brillantemente un joven al preguntarle por qué rapiñaba -ya lo he dicho en la prensa varias veces-: 
"Porque es un bollo, porque en el barrio lo hacen y porque si te agarran no pasa nada". Esto es, 
nuevamente, una simplificación de una realidad mucho más compleja. A mí, en el último Turno, los 
pesados se me han reído en la cara porque saben que la probabilidad de recuperar la libertad en breve 
está al alcance de determinados procedimientos. Entonces, esa situación de confianza en la 
realización delictual se va sumando y de ahí que psicológicamente la tentativa de hurto sea algo 
minúsculo -y estoy de acuerdo que en la mayoría de los casos lo es-, pero dejemos que se seleccione, 
que el operador seleccione -sea el Juez u, oportunamente, el Fiscal- qué tentativas sí y qué tentativas 
no a efectos de lograr que el joven tome conciencia de que el sistema penal juvenil no es una broma. 


Cuando inviten a los señores Magistrados -si es que los invitarán- verán las anécdotas de 
jóvenes que con gran desparpajo a veces se ríen en las sedes judiciales. Les preguntan al Juez: 
"¿Cuánto me vas a dar?", y se ríen frente a lo que le pronostica porque el joven sabe que en breve va 
a recuperar indebidamente la libertad. 


SEÑOR SOUZA.- Si mal no recuerdo, la doctora Malet, en el comienzo de su exposición, planteaba 
que, desde su punto de vista, los informes del INAU son preceptivos para la acusación. 


Tengo oído que habitualmente el INAU es requerido por el sistema judicial en el peritaje de 
las más diversas situaciones que involucran a menores. Eso, en alguna medida, puede estar atentando 
a que, aquellos peritajes que el INAU necesariamente debe hacer con menores que están en conflicto 
con la ley, terminen diluidos en ese marasmo de solicitudes de interdicción periciales. Eso me lleva a 
preguntar si el sistema judicial de Uruguay tiene o no peritos que puedan actuar en aquellos casos en 
los que no amerite la urgencia en el informe que sí demanda los que están en conflicto con la ley. 


SEÑORA MALET.- En realidad, se piden informes al INAU cuando hay privación de libertad o arresto 
domiciliario. Pero, precisamente, los Jueces han tendido a dar a su propio equipo técnico -que existe 
en Montevideo y no en el interior- el control de los arrestos domiciliarios para, precisamente, evitar ese 
trabajo mayor que tendrían los integrantes del INAU. Por lo tanto, los técnicos del INAU están 
abocados a atender, fundamentalmente, esa privación de libertad. Lo que necesitamos los acusadores 
-porque, en cierta forma, es un derecho penal de autor- es conocer cómo han visto a ese muchacho 
desde otras ópticas -es decir, desde un enfoque interdisciplinario- los integrantes del equipo 
pedagógico, psicológico y social. A ese equipo mandamos el informe antes de acusar. Eso es lo que no 
tenemos y el INAU trabaja especificamente en ese aspecto porque -como dije- en el caso de arresto 
domiciliario, la tendencia -que está muy generalizada entre los cuatro Jueces de la capital- es a 
pedírselo al equipo técnico que funciona al lado de los Jueces. 


SEÑOR SOUZA.- Quizás omití decir que la preocupación venía por el caso del interior del país y no 
precisamente de Montevideo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia de nuestros invitados, la información que nos han 
dado y sus puntos de vista. Seguramente, esto reportará un insumo de calidad para el trabajo que tiene 
que llevar adelante esta Comisión. 


(Se retiran de Sala los representantes del Ministerio Público y Fiscal.) (Ingresan a 
Sala representantes de la Defensoría de Oficio de Menores Infractores.) 


Esta Comisión tiene mucho gusto en recibir a la doctora Lilián Nassutti y a los doctores 
Alberto Alonso, Guillermo Payssé y Daniel Sayagués Laso, integrantes de la Defensoría de Oficio de 
Menores Infactores, a quienes agradecemos que hayan respondido a esta invitación cursada en su 
oportunidad. 


El motivo de la convocatoria es el siguiente. Dentro de los consensos a que ha arribado esta 
Comisión surge la necesidad de construir una ley de responsabilidad penal adolescente que incluya 
elementos del Código de la Niñez y la Adolescencia que tienen que ver con el proceso penal 
adolescente y una revisión de algunas figuras delictivas que no estaban presentes -como el caso de la 
complicidad en tentativa de hurto- y respecto a las cuales hay consenso para que sean incluidas en 
este nuevo ordenamiento penal. La idea es tener aportes o insumos desde la perspectiva de los 
operadores de la justicia para saber cuáles consideran ustedes que debieran ser los puntos a incluir en 
primera instancia en la discusión y el armado de un proyecto de ley de responsabilidad penal 
adolescente. 


Básicamente, ese es el desafío. Sabemos que este es un tema complejo y amplio, no 
pretendemos agotar en esta instancia lo que tienen para dar y para decir, pero la idea es que, a cuenta 
de su experiencia profesional, comencemos por escuchar las sugerencias que nos puedan brindar. 


Sin más, dando un tiempo prudencial para su exposición, les cedemos la palabra a nuestros 
invitados. 


SEÑORA NASSUTTI.- Quiero transmitirles que el Director de la Defensoría, doctor Caumont, tuvo 
dificultades para venir porque nos notificaron de esta visita ayer por la tarde, y estaba haciendo todo lo 
posible por llegar. 


SEÑOR ALONSO.- En primer lugar, en mi nombre y el de mis colegas quiero agradecer 
encarecidamente esta invitación 


Corresponde aclarar que no hemos tenido tiempo para charlar el tema entre todos como para 
traer algo uniforme, entre otras cosas, porque recién en el día de ayer nos enteramos de esta 
convocatoria. 


Hay una cuestión que quizás yo no tenga del todo claro. En el tema de la responsabilidad 
penal de adolescentes puede haber sugerencias de modificaciones en el CNA que tengan que ver con 
la seguridad ciudadana, con la seguridad ciudadana y temas técnicos o con temas técnicos que quizás 
no influyan tanto en la seguridad ciudadana. Eso es lo que no termino de tener claro. 


Hay algún tipo de cuestiones que se refieren específicamente al tema procesal, que serán 
tratadas por el doctor Sayagués Laso que es quien más lo tiene trabajado. Hay otro tipo de cuestiones 
que, si bien tienen incidencia en el tema, en última instancia no sé hasta qué punto nosotros podemos 
opinar con un fundamento técnico porque se trata de decisiones de política criminal. Por ejemplo, en mi 
modesta opinión, en el tan manido tema de la tentativa en los delitos de hurto y en los demás delitos 
que no son gravísimos, en los delitos simplemente graves -obviamente, el hurto es el que más 
resuena-, esa es una cuestión que va a depender de una decisión política. En el momento en que se 
aprobó el CNA no se incluyó la tentativa de los delitos graves, y por eso quedó afuera la tentativa de 
hurto. Ahora: yo no creo que eso haya sido un accidente. Si la memoria no me falla, el CNA fue 
aprobado por unanimidad, por lo cual es obvio que se tuvo presente establecer un sistema penal 
mínimo por el cual, por debajo de eso, simplemente no se pretendía penalizar. Si lo que se pretende 
ahora es hacer un sistema penal no tan mínimo -porque el otro no funcionó o por la razón que sea- no 
hay una cuestión técnica en la que yo pueda opinar porque, en última instancia, va a obedecer a una 
decisión de política criminal. 


Por lo tanto, me parece que lo más práctico es comenzar la intervención con el tema de los 
plazos, que se ha venido manejando, y quedamos a disposición de los señores legisladores para 
cualquier consulta que deseen realizar. Para ello, cedo el uso de la palabra al doctor Sayagués Laso, 
que, como dije, es el que tiene más elaborado lo relacionado con los plazos. 


SEÑOR SAYAGUÉS LASO.- Voy a dejar material de cada uno de los tres temas de los que voy a 
hablar. 


Primero, en materia procesal, a fines de 2004 nosotros presentamos un proyecto de 
modificación de las normas de procedimiento, elaborado por consenso de todos los operadores - 
Jueces, Fiscales y Defensores- que dejo en poder de esta Comisión junto con la carta con cual se 
presentó a la Corte y las firmas de quienes respaldaban el proyecto. 


Sobre lo que se dice allí, las modificaciones y cambios que la experiencia ha demostrado que 
convendría adoptar son las siguientes. En vez de del plazo de sesenta días único que proponíamos en 
aquel momento la experiencia ha demostrado que un plazo de noventa días como máximo para 
resolver sería más adecuado. Aquí están indicadas las normas que habría que modificar para ello. Otra 
modificación, menor, consiste en ampliar el plazo -que hoy es de diez días- para fijar una audiencia 
cuando la Defensa solicita la modificación de la medida -pasar de una privación de libertad a una 
libertad asistida, o bien que esta cese-, a efectos de que el Juez pueda tener más margen en su 
agenda. En realidad, para alguien que está privado de libertad esperar cinco o diez días más para 
celebrar la audiencia no cambia la sustancia. Lo importante -hay otras normas aquí- para que ese 


plazo sea efectivo es evitar que haya prórrogas por parte del Juez. Dentro de esos noventa días, el 
Juez puede fijar cuando quiera el dictado de la sentencia, y puede prorrogarlo, siempre que no supere 
ese plazo de noventa días. El plazo de privación de libertad de una medida cautelar -cuando esta se 
haya adoptado- no podrá superar esos noventa días. Si transcurridos los noventa días el Juez no dictó 
sentencia, el adolescente deberá ser puesto en libertad, como ocurre ahora a los sesenta días. Esa es 
la diferencia. 


El otro tema que está incluido aquí es que hay que quitar una facultad que se le dio a la 
defensa, que no es necesaria y no corresponde, que es la posibilidad de pedir prueba luego de recibida 
la acusación fiscal. Ese es un mecanismo que se justifica en el derecho procesal penal de adultos, pero 
no acá, y que permite que una defensa chicanee y logre la libertad de su defendido pidiendo pruebas 
irrelevantes una vez que vino la acusación fiscal y así logra superar el plazo de noventa días. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Por qué opina que es pertinente o no aquí? 


SEÑOR SAYAGUÉS LASO.- Lo dice en el material que voy a entregar, donde cada norma alternativa 
está comentada. Por la sencilla razón de que, a diferencia del proceso penal, la defensa puede, al igual 
que la Fiscalía, pedir todas las pruebas inicialmente. ¿Para qué se le da esa facultad de pedir pruebas 
extraordinarias? Los Defensores de Oficio no hemos hecho uso de esa facultad, pero sí empezaron a 
hacerlo defensores privados, sabiendo que pueden obtener la liberación de su defendido si estiran el 
proceso más allá de los noventa días. 


Paso al tema de las modificaciones a las normas de fondo, que básicamente es la 
repenalización de la tentativa de hurto o de los delitos graves. Aquí lo que presento es un trabajo que 
escribí a fines de 2004 -apenas empezó el proceso de aplicación del Código- que está dirigido al 
público en general, no a un público especializado, donde doy los fundamentos por los cuales entiendo 
que debe repenalizarse. La línea divisoria entre delitos graves y gravísimos no puede pasar por si el 
delito quedó tentado o consumado. Si yo le tiro tres disparos a una persona para matarla, y la mato, 
ese es un delito de homicidio. Ahora, si le tiro los tres disparos con intención de matarla y la lastimo o le 
erro porque tengo mala puntería no puede ser que eso determine que sea delito o no, o que pase de 
ser una clase de delito a otra. La línea divisoria tiene que pasar por la gravedad ontológica del delito, o 
sea, el bien jurídico que ese delito tutela. Y, a mi juicio, hay que distinguir entre delitos graves como el 
hurto -que básicamente es el que cometen los adolescentes- las lesiones personales o el atentado 
violento al pudor, y otros delitos gravísimos como son el homicidio, la rapiña, etcétera. 


Toda conducta penal que sea considerada tal para un adulto debe ser considerada tal 
también para un adolescente. El hecho de que al adolescente lo agarren en el momento en que está 
robando una cartera o un televisor de una casa, o bien después de que dio vuelta la esquina -que en 
un caso sería tentado y en el otro consumado- no cambia la gravedad de su conducta, y no parece 
razonable que en un caso exista una respuesta penal y en el otro no exista ninguna. Lo que sí me 
parece razonable es limitar los poderes del Juez en un caso y otro, para lo cual hay que modificar los 
dos artículos, 69 y 86, que están combinados. La línea divisoria -aquí está expuesto con más claridad y 
precisión- pasaría a distinguir entre delitos graves y gravísimos. En los delitos graves -básicamente, el 
hurto- no importa si fue consumado o no, según lo que proponemos, cuando se trata de la primera vez 
el Juez no podrá aplicar una pena privativa de libertad. Necesariamente, si el adolescente es primario y 
se trata de un delito grave, de hurto, debe aplicar otra clase de medida. Si es reincidente podrá aplicar 
la privación de libertad -"podrá", no "deberá"- pero con un tope máximo de sesenta días. Lo mismo 
podrá hacer en el caso de que el adolescente procesado y condenado a una libertad asistida no 
cumpla con la asistencia al programa. Actualmente, la norma establece que podrá ser privado de 
libertad, pero no establece hasta cuándo. No es razonable que si se le impuso una libertad asistida por 
seis meses se lo prive de libertad por seis meses porque no fue al programa. Debería estar topeado en 
sesenta días -al igual que en el caso de los reincidentes en delitos graves-, y es lo que se propone 
aquí. Ambas normas están vinculadas y, por lo tanto, deben ser consideradas y modificadas de manera 
simultánea. 


El tercer aspecto sobre el cual voy a dar mi opinión personal tiene que ver con el nuevo 
Instituto a crearse. El señor Diputado Borsari Brenna me realizó una consulta por e-mail acerca de un 
proyecto que él elaboró. Yo le contesté y acompaño aquí la respuesta que le di con el proyecto que me 


había mandado. Básicamente, considero que para el Instituto a crearse debería establecerse una 
dirección unipersonal y no colectiva. La experiencia con las direcciones colectivas ha sido mala: hay 
poderes paralelos, uno que decide una cosa y otro lo contrario, y nunca se sabe quién tiene la 
responsabilidad. En lo personal, entiendo que debe designarse un director único, con un subdirector, al 
cual se le debe dar todo el poder, todos los recursos y exigirle toda la responsabilidad. En mi opinión, 
hacer lo contrario sería condenar a ese nuevo Instituto al fracaso desde el inicio. 


Nada más. 


SEÑOR PAYSSÉ.- Como han dicho los doctores Alonso y Sayagués Laso, no nos pudimos reunir entre 
nosotros para elaborar algo en común, que hubiera sido mejor: que la Defensoría trajera algunas ideas 
en consenso de los defensores. Hoy, en audiencia, el doctor Zubía me dio un borrador que hizo; 
quizás su exposición haya estado vinculada a él, así que lo voy a utilizar y a seguir. 


La agenda que él me daba como Fiscal obviamente que es distinta a la del Defensor. 
Inclusive, no comparto algunas de las expresiones del doctor Sayagués Laso, como por ejemplo lo 
relativo a la potestad que tiene la defensa en el período acusatorio para hacer utilidad de ese período 
de prueba. Quiero aclarar que el 97% o 98% de las defensas está en manos de la Defensoría de 
Oficio. Quiere decir que es excepcional la situación de algún defensor particular. Prácticamente, es la 
única materia en la que los defensores particulares no trabajan, porque nuestros defendidos no tienen 
dinero para poder pagar antecedentes. Y cuando alguna familia debe optar entre pagar una defensa 
penal y una de menores, paga la penal, donde hay otras penas para enfrentar, y decide dejar al 
Defensor de Oficio en el caso del adolescente infractor. 


En el borrador que me dio el doctor Zubía esta mañana él hace referencia a algo que no 
consagró el Código de la Niñez y la Adolescencia, que fue el sistema acusatorio. En su artículo 21, la 
Ley de Humanización y Modernización del Sistema Carcelario planteó la reforma del Código de 
Procedimiento Penal, y en el artículo 22 la reforma del Código Penal. Se formaron dos Comisiones, 
una presidida por el doctor Preza y la otra por el doctor Cairoli, terminaron su trabajo, y sustituyeron al 
Código de Procedimiento Penal de 1980, que era inquisitivo, por un proceso acusatorio. Entonces, creo 
que no sería bueno que en el Código de la Niñez, que consagra una serie de garantías para los 
adolescentes, no se tuviera en cuenta la modificación que se debe hacer de pasar el proceso 
inquisitivo al acusatorio, porque de lo contrario quedaría relegado frente a esa reforma que 
seguramente va a consagrar el Parlamento en el correr de este año en cuanto a reformar el Código del 
Procedimiento Penal para los mayores. Este es un primer tema a tener en cuenta, quizás no en esta 
instancia. Inclusive, los cuatro Juzgados de adolescentes infractores que hay en la capital podrían 
servir de experiencia piloto para el régimen que en algún momento se va a implantar en todo el país. 
Ese sería un primer tema. 


El segundo tema que aquí se planteaba era la modificación de los plazos. Sé que esto fue 
planteado por el Presidente de la Suprema Corte de Justicia cuando estuvo en la Comisión, ya que se 
hizo público. En esos noventa días a los que se extendería el plazo de sesenta no solo hay que tener 
en cuenta el plazo de que dispone el Juez para dictar sentencia, sino también considerar los plazos 
que tenemos el Fiscal y los defensores, que son solo de seis días para poder evacuar el traslado -en 
nuestro caso- de la vista fiscal. Se trata de un plazo muy reducido y que a veces llega muy cerca de la 
audiencia final, la que ya fue fijada por el Juez en la audiencia preliminar. Entonces, no solo se trata de 
tener en cuenta la sentencia, sino también a los otros operadores judiciales dentro de ese plazo. 


En cuanto al tema de las tentativas, el señor Presidente de la Comisión anunciaba que hay 
consenso. Bueno, es un consenso político. Yo opino desde el punto de vista técnico: no estoy de 
acuerdo con que en los delitos graves se pene la tentativa y, como decía el doctor Alonso, esa no fue 
una omisión del codificador primero y del legislador después, cuando quizás alguno de los legisladores 
que están aquí presentes votaron este mismo Código, que por otra parte comenzó a regir en setiembre 
de 2004, pero se aprobó por la unanimidad de todos los partidos políticos. Recuerdo una conversación 
que tuvimos con la doctora Jacinta Balbela, que me dijo: "Tiene que haber un derecho penal mínimo 
juvenil. Por lo tanto, dentro de ese derecho penal mínimo juvenil las tentativas de las infracciones 
graves que cometen los adolescentes no están comprendidas". Esa es la explicación y, como decía el 
doctor Alonso, no fue algo que se les pasó a todos, sino que intencionalmente no se previó. 


En cuanto al tema de si realizar una audiencia preliminar y otra final cuando hay un 
consenso, yo creo que esto ya está previsto en el Código de Procedimiento Penal y habría que traerlo 
al Código de la Niñez y la Adolescencia: la audiencia única procede solamente en el caso de 
infracciones graves, en que haya un acuerdo entre fiscal y defensor, si está toda la prueba reunida, 
para que en esa audiencia única ya se dicte la sentencia. 


Con respecto al cómputo de agravantes -no se si lo mencionaron los fiscales- yo creo que 
eso está claro en el artículo 73. Los dos Tribunales de Apelaciones de Familia han llegado a un 
consenso y algunos jueces también en cuanto a que en la Justicia penal juvenil solamente se 
consideran los atenuantes y no los agravantes. Desde mi punto de vista eso surge claramente en el 
artículo 73, pero algunos fiscales y magistrados no lo han entendido así. 


Creo que hay que crear -obviamente, es un tema de la Suprema Corte de Justicia- un 
tribunal específico en la materia de minoridad infractora. Actualmente las apelaciones van a los 
tribunales de familia. Además, tienen que tener plazos mucho menores porque si no, es absurdo que 
estemos sometidos en primera instancia a plazos breves, y que después un expediente esté en el 
tribunal para resolver si ratifica o rectifica una sanción de primera instancia durante un plazo que es 
totalmente inconveniente. 


Finalmente, hay algún otro tema, como el relativo a implementar o reglamentar los 
antecedentes, según dice el artículo 116 del Código de la Niñez y la Adolescencia. Creo que allí hubo 
una omisión de la Corte porque desde 2004 a la fecha eso no se hizo. Hoy se llevan los antecedentes 
de adolescentes infractores en unas tarjetitas y depende de que el funcionario que los pasa con birome 
no se equivoque. Frente a eso está el caso de los antecedentes de mayores que lleva el Instituto 
Técnico Forense, donde está todo computarizado. Además, los antecedentes no se destruyen. Si 
mañana van a los juzgados y piden para acceder a un armarito que hay allí podrán leer los 
antecedentes de chicos que hoy quizás tengan veintidós, veintitrés o veinticuatro años. Quiere decir 
que el artículo 222 del Código de la Niñez y la Adolescencia, que es el que habla de la destrucción de 
los antecedentes, tampoco se estaría cumpliendo. 


También comparto que en la agenda de los puntos que me decía Zubía que venía a tratar 
acá no están algunos temas como el del aumento de las penas, el de bajar la edad de imputabilidad y 
el de la derogación del artículo 222 del Código de la Niñez y la Adolescencia, que sería el mantener los 
antecedentes de menores para que los tenga en cuenta el Juez de mayores. 


Este es un pantallazo general y, obviamente, estoy dejando afuera algunos temas grandes 
que no tienen tanto que ver con el Código en sí, como es el fracaso en la gestión del INAU durante 
todos estos años, con récords de fugas. No hay ningún problema en revisar el Código de la Niñez y la 
Adolescencia luego de seis años y medio de su vigencia, pero me parece que quizás esta Comisión no 
estaría trabajando en esto si la gestión del INAU hubiera sido otra. 


Otro tema que también me parece importante tiene que ver con las condiciones que viven 
algunos ciudadanos de nuestro país. Muchas veces los adolescentes son víctimas de esas condiciones 
paupérrimas y, bueno, después se pretende que ellos den respuestas sociales no acordes a esas 
condiciones en las que el resto de la sociedad los hemos ubicado. 


Gracias. 
SEÑORA NASSUTTI.- Como quedó claro, nuestras exposiciones son todas absolutamente personales. 


Los compañeros fueron muy claros y se extendieron correctamente en los temas que son 
más importantes de este Código. 


Yo quiero hacer hincapié en que el problema central en el procedimiento es el de los plazos. 
Esto ya lo dijeron los compañeros y lo ratifico. También ratifico lo relativo no solo a los plazos para 
dictar sentencia, sino también a los que tenemos los defensores para contestar la acusación y para 


apelar, en los casos que sea necesario. Todo eso debe ser considerado porque allí está la garantía 
misma del proceso. Allí radica la garantía del justiciable. Estamos hablando nada más y nada menos 
que de un proceso justo y con todas las garantías. 


Por otra parte, quisiera decir que me parece que esta es la oportunidad de corregir la 
situación, porque estamos frente a un proceso que es una mixtura de cosas. Estamos ante un Código 
de la Niñez y la Adolescencia que tiene artículos de legislación adjetiva y procesales, pero que se 
remite a un Código de Proceso Civil, y que a su vez se remite a leyes adjetivas del Código Penal. 
Entonces, no soy quién para criticar -ni a eso vinimos- el Código, que fue una innovación muy 
importante para el país, pero creo que sería la oportunidad para que el código penal juvenil esté 
acompasado con normativas propias, que por supuesto pueden tomarse del sistema acusatorio del 
proceso penal, pero con normas propias y que se aparten de lo que es un proceso civil. Lo digo porque 
a veces nos vemos ante providencias que tienen un sistema de apelación, que son de derecho civil y 
no se condicen con la urgencia de ése que tiene un proceso penal. Eso es lo único que quería decir en 
cuanto al proceso. 


También quisiera agregar lo que dijeron los doctores Payssé y Sayagués Laso en cuanto a la 
continentación de los chicos. Acá hay un tema -permítanme que lo diga- que es crucial: no solo 
estamos enfrentados a chicos en situación de calle, sino que hay otras circunstancias, que son la 
mayoría y no son situaciones de calle, que tiene que ver con el flagelo que esta sociedad está 
padeciendo, que es la droga. Hoy por hoy no tenemos nada en el país para canalizar a los chicos que 
tienen una adicción muy fuerte, que van a entrar al sistema penal, pero que al año, a los seis meses o 
a los tres meses van a salir y no tienen a dónde ir. No hay un lugar para llevar a ese chico a tratar su 
adicción y que no vuelva a reincidir, y estamos hablando de una cantidad de casos bastante 
importante. 


Muchísimas gracias. 


SEÑOR MICHELINI.- En primer lugar, agradecemos a los doctores Sayagués Laso, Payssé y Alonso y 
a la doctora Nassutti por su presencia, y lamentamos que haya sido con tan breve noticia, pero 
creemos que sus aportes nos iluminan mucho en el sentido de cumplir el propósito que tiene esta 
Comisión de la Asamblea General con relación a un tema que a todos nos preocupa. 


En segundo término, voy a hacer dos preguntas más técnicas y luego una de carácter 
vivencial o sociológico. 


Las preguntas técnicas son las siguientes. Si el régimen de antecedentes judiciales no está 
reglamentado por la Suprema Corte de Justicia, como establece el artículo 116, la pregunta que me 
hago es cómo se hace la unificación de las medidas impuestas por los jueces en un sentido racional y 
objetivo, y si ustedes piensan que el Instituto Técnico Forense podría cumplir esto en términos 
racionales. Á su vez, quisiera sabe si los invitados perciben que hay alguna dificultad legal en la 
aplicación del artículo 121 del Código de la Niñez y la Adolescencia en cuanto a la internación 
compulsiva, o si no hay lugares para internarlos una vez que se establece esta disposición. 


Es decir, quisiera saber si los Jueces, abogados defensores y eventualmente los Fiscales 
entienden que no hay ninguna posibilidad de internación compulsiva si no hay aceptación y 
conformidad de parte del adolescente -para mí, sin lugar a dudas, una correcta lectura del artículo 121 
junto al artículo 122 sí la permitiría- o si es que efectivamente no hay lugares donde internarlos. Estas 
son preguntas técnicas. 


En cuanto a la pregunta más vivencial, quisiera saber si de acuerdo con su experiencia están 
viendo que sus defendidos ahora están reflejando características distintas con relación a lo que 
realizaban en fechas previas a la aplicación del Código de la Niñez y la Adolescencia. Es decir, si hay 
un cambio sustantivo en las características de las personas de las que ustedes deben asumir la 
defensa. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero formular dos preguntas que tienen que ver con un informe de UNICEF, 
de 2008, titulado Privados de libertad. La voz de los adolescentes. Allí se da cuenta de la relación de 
los adolescentes privados de libertad que tienen sentencia y están cumpliendo la pena, con sus 
abogados defensores. Como bien decía el doctor Payssé, en más del 90% de los casos los defensores 
son ustedes, los Defensores de Oficio. Por lo tanto, asumo que este informe habla de ustedes o de 
quienes desempeñan tareas como las suyas. 


Aquí se afirma: "[...] La acordada N” 7268 de la Suprema Corte de Justicia establece para los 
defensores de oficio la obligación de realizar visitas bimestrales a establecimientos del INAU donde hay 
adolescentes infractores internados.- El 70% de los adolescentes manifiesta no haber tenido ninguna 
visita de su defensor durante el cumplimiento de la privación de libertad [...] [...] El dato más 
significativo que surge del relevamiento es que el 93% de los adolescentes privados de libertad dicen 
no contactarse con su defensor. [...]". 


De acuerdo con lo que voy aprendiendo, hay una parte del trabajo de ustedes que tiene que 
ver con el proceso penal en el momento de la defensa, y hay otra instancia cuando hay una persona 
sentenciada y privada de libertad, en la que deben realizar un proceso de seguimiento, al igual que el 
Juez. Además, el Juez tiene definido que debe asistir en forma trimestral a visitar los establecimientos 
en los que se encuentran las personas privadas de libertad. 


Me gustaría saber cuál es su práctica habitual como Defensores de Oficio con respecto a 
este tema; este informe es de hace dos años y quizás las cifras no reflejen lo que hoy pasa. 


La otra pregunta tiene que ver con el proceso penal. He leído informes que dicen que en más 
del 90% de los casos los Defensores se allanan a los planteamientos de la Fiscalía. Quisiera saber si 
ese dato publicado por una organización no gubernamental es correcto. Si fuera así, tal vez sea una 
cifra demasiado alta para un lego, aunque quizás en la realidad no lo sea tanto. ¿Qué opinan respecto 
a esto? Para alguien que no conoce el tema podría suponer que el abogado defensor se allana 
rápidamente y el proceso continúa, o tal vez estemos hablando de delitos que son muy claros. 
Entonces, entre el proceso penal y las no visitas, parecería que fueran un factor ausente -lo digo con 
todo respeto-, como un operador ausente tanto en el proceso como después de él, cuando el infractor 
está cumpliendo la condena. 


SEÑOR MOREIRA.- Agradezco la presencia de los Defensores de Oficio. 


El señor Presidente está haciendo referencia a un informe del 2008, pero lo cierto es que 
hace un mes concurrió el representante de UNICEF -no recuerdo exactamente su nombre- y dijo que 
cuando hay medida cautelar de privación de libertad, con acusación fiscal, hay allanamiento en el 97% 
de los casos. Yo le pregunté si consideraba que había indefensión de los menores, y él dijo que no, que 
no estaba formulando una crítica, pero lo cierto es que en los hechos habló de un porcentaje muy alto 


Lo escuché, le pregunté, y luego retrocedió; reitero que esto lo dijo hace un mes en este 
ámbito. 


Quisiera saber si muchas veces el allanamiento no se produce por tratarse de casos de 
flagrancia propia o impropia en los que hay -como decían los Fiscales- testigos, confesión de parte y 
elementos probatorios que fehacientemente acreditan la autoría o coautoría de delitos graves. ¿Cuál 
es la práctica? ¿Cuál es la casuística en los hechos? Si yo fuera defensor, alzaría airadamente mi voz. 


Como nos estamos moviendo en un terreno cenagoso -las cifras que nos brindan desde 
distintos sectores son dispares y muy controversiales- y como el registro de menores es casi virtual, 
desastroso y solo existe para Montevideo, quisiera saber cómo atienden la mayoría de los casos. 
Cuando el Directorio de INAU estuvo en la Comisión le pregunté cuál era el porcentaje de reincidencia 
en minoridad infractora y me dijeron que no lo podían situar por falta de información, por la innumerable 
cantidad de fugas y por el no cumplimiento de las penas. Quisiera que nos contaran cómo es la vida 
cotidiana de la Defensoría de Oficio y, de acuerdo con su práctica, cuántas veces se encuentran con 
los mismos menores. 


Veo que no hay coincidencia respecto a penalizar la tentativa de delitos graves. Nosotros 
presentamos un proyecto de ley para penalizar la tentativa, pero no solo en el hurto sino también en 
otros delitos graves. Estoy de acuerdo con el doctor Sayagués Laso respecto a que no solo hay que 
imponer medidas alternativas, sino que en caso de reiteración podría pasarse a aplicar penas 
privativas de libertad, aunque eso se acote por la menor entidad del delito cometido. 


El doctor Sayagués Laso también dijo que no le parecía bien la integración colegiada de la 
comisión delegada que se estaría creando de acuerdo con el proyecto enviado por el INAU. Quisiera 
saber si consideran, más allá de si la integración fuera unipersonal o pluripersonal, que esto debería 
estar por fuera de la órbita del INAU, si no debería ser una fase transitoria para pasar a un Instituto 
absolutamente independiente, ya sea con integración colegiada o unipersonal. Se ha dicho que las 
experiencias, en lo que hace a la contención y a la rehabilitación, no son buenas. Me gustaría saber 
qué piensan acerca de que la solución pase por algo que esté institucionalmente por fuera del actual 
INAU. 


SEÑOR VIERA.- Agradecemos la presencia de los señores Defensores de Oficio. 


Yo creo que la convocatoria no está acotada al tema del Código. En definitiva, esta Comisión 
está abocada a estudiar varios aspectos que están en discusión y que han sido objeto del primer 
informe en general que hizo la Comisión el día 2 de febrero a la Asamblea General. 


En ese sentido, me gustaría conocer la opinión de los Defensores de Oficio en cuanto a la 
diferencia que tenemos sobre el mantenimiento de los antecedentes, una vez que los menores 
cumplen la mayoría de edad. 


El segundo punto que ha planteado nuestro Partido tiene que ver con lo exiguo del plazo 
establecido para la prescripción de las penas. En este caso, las penas prescriben a los dos años. 
Queremos saber cómo ven nuestros invitados la posibilidad de extender ese plazo. 


SEÑOR ALONSO.- El señor Diputado Michelini nos consultaba acerca de cómo funciona el sistema de 
los antecedentes en la actualidad. Básicamente, como adelantara el doctor Payssé, funciona en base a 
un fichero que hay en la sede de los Juzgados, en el que se van registrando los procesos de los 
adolescentes. La inquietud del señor Diputado apuntaba a qué pasa con las unificaciones. En la 
medida en que funciona el fichero, funcionan las unificaciones. Hay un tema, que no es menor, y es 
que las unificaciones y el fichero funcionan nada más que para los cuatro Juzgados de Montevideo. 
Entonces, si un adolescente comete un delito en Ciudad de la Costa, bueno, se nos pasa. 
Eventualmente, podemos enterarnos si viene internado a Montevideo porque se declina competencia 
para el Juzgado de Montevideo. De lo contrario, pasa volando bajito y lo podemos perder. En ese caso, 
puede aparecer como primario y sin antecedentes un muchacho que los tenga en el interior. 
Evidentemente, este no es el sistema ideal. 


Respecto a la posibilidad de que el ITF lleve los antecedentes, yo pienso que podría hacerlo, 
obviamente en forma separada de los de los adultos, pero quizá haya otros sistemas más económicos 
o de entrecasa, sin tener que llegar a eso. El mandato del Código de la Niñez y la Adolescencia era 
que la Suprema Corte de Justicia lo reglamentara, pero ésta nunca lo hizo. Esa es una asignatura 
pendiente en materia de antecedentes. 


El señor Diputado también quería conocer las características de los infractores y si nosotros 
notamos cambios. Yo empecé como Defensor de Menores hace veintidós años, y uno de los cambios 
que noto es el número de los menores infractores: eran muchos menos. Otro de los cambios 
cualitativos es que en los últimos años ingresó la pasta base. Antes teníamos casos de algunos 
muchachos que inhalaban pegamento o nafta, pero eran muchos menos de los que ahora consumen 
pasta base, que es más barata y tiene mayor poder adictivo. A su vez, hay mayor número de delitos 
graves como rapiñas, etcétera. Yo recuerdo los tiempos en que hablábamos -en el Poder Judicial no 
tenemos estadísticas fidedignas para eso- de unos setenta muchachos complicados internados; ahora 
son aproximadamente trescientos. Esos son, básicamente, los cambios que noto. 


SEÑOR PAYSSÉ.- Las cifras del informe no son muy buenas pero nuestra actividad es pública. En las 
visitas tenemos un doble control. En cada Hogar hay un libro donde se deja constancia de la visita del 
Defensor. Quiere decir que es una cuestión objetiva: basta que cualquier legislador concurra a un 
Hogar de la Colonia Berro o de Montevideo para comprobar si hubo visitas. 


Por ejemplo, el lunes estuve en los Hogares de Montevideo. El sistema es sencillo: me pasa 
a buscar un auto de la Suprema Corte de Justicia por mi casa y recorro todos los Hogares. El viernes 
voy a los Hogares de la Colonia Berro, y utilizaré el mismo sistema. Quizás el recorrido me lleve más 
horas, porque uno llega a la Colonia a la hora 9 y 30 y, si visita los ocho o nueve Hogares, se va a las 
17. Como decía, en cada Hogar va quedando registrada la visita. 


Si del informe surge que el adolescente no reconoce al Defensor, bueno, lo vio en la 
audiencia preliminar, lo vio en la audiencia final -para aquel que está privado de libertad- y lo vuelve a 
ver en las visitas que hacemos a los Hogares. Además, la Defensoría también lleva sus libros, los que 
obviamente están a disposición de los señores legisladores. De modo que tenemos un doble control, y 
creo que con eso alcanza. 


En cuanto a los allanamientos, el porcentaje me parece muy alto. En lo que me es personal 
-yo tengo acceso a lo que llevo en mi despacho- diría que de diez acusaciones fiscales debo allanar en 
dos. Quiere decir que el porcentaje de allanamientos del despacho que yo llevo es inverso al que se 
maneja en esa investigación. 


Quiero responder las preguntas del legislador del Partido Colorado, que refieren a temas que 
me parecen muy importantes. Una tiene que ver con el término de prescripción. En determinadas 
causas de infracciones graves, el Código de la Niñez y la Adolescencia prevé que prescriben al año. 
Las infracciones gravísimas prescriben a los dos años. No sé por qué en estos temas -algo que no 
sucede en otras cuestiones de derecho- se insiste mucho en el derecho comparado, como si en las 
demás legislaciones las penas fueran mucho más severas que en la nuestra. Por eso traje el Código 
chileno, que es de 2007, es decir que es bastante reciente. En el artículo 5% establece que la 
prescripción de la acción penal y de la pena será de dos años, con excepción de las conductas 
constitutivas de crímenes respecto de los cuales será de cinco y de las faltas en que será de seis 
meses. Es decir que prevé otras figuras, como la del crimen y la falta, que no están en nuestro Código. 
Además, fija una pena de dos años, como nuestro Código. Para el caso de crímenes determina una 
pena de cinco años y para el caso de faltas una de seis meses. 


En cuanto a mantener los antecedentes debo decir que la llave para comprender la situación 
de los adolescentes infractores es entender lo que representa la adolescencia para un individuo. No es 
tan difícil de comprender porque todos nosotros pasamos por esa etapa y además somos padres, 
abuelos o tenemos hermanos menores. Es una edad en la que el individuo tiene una incapacidad 
emocional, física, psíquica; es un período en el que se está pasando de la niñez a la edad adulta. 
Debemos comprender que hay una falta de desarrollo, pero que eso no quiere decir que haya una 
capacidad total de comprender y entender. Un niño de cinco o seis años, cuando mata a una hormiga, 
se da cuenta de que está matando, pero eso no quiere decir que hoy o mañana lo inculpemos, ya que 
es consciente de lo que es la muerte, de un delito de homicidio. 


Entonces, creo que hay que comprender el período de la adolescencia. Si se comprende 
este período, se comprenden muchas cosas que vienen atrás, entre ellas, la que se previó, 
acertadamente, en el artículo 222 del Código que es la de destruir los antecedentes una vez que se 
cumpla la mayoría de edad. 


En cuanto al tema de la privación de libertad, creo que tanto Jueces, como Fiscales y 
abogados defensores no tenemos más remedio que someternos a lo que dicen las leyes y la 
Constitución de la República. El artículo 43 de la Constitución de la República establece que para la 
delincuencia juvenil regirá un sistema especial, precisamente en el sentido de lo que decía acerca de la 
adolescencia. El numeral 12) del artículo 76 del Código de la Niñez y la Adolescencia establece que la 
pena será por el mínimo posible, que el Juez tendrá que justificar por qué aplica la pena de privación 
de libertad y no otra sanción. Eso está estableciendo que la norma en nuestra legislación es, 
precisamente, la no privación de libertad; lo excepcional es la privación de libertad. Pero eso no fue un 


invento del codificador uruguayo o de los legisladores cuando votaron este Código. El artículo 37 literal 
b) de la Convención sobre los Derechos del Niño también hace referencia a que será una medida de 
último recurso y por el plazo más breve posible. Y el artículo 47 del Código chileno -relativamente de la 
misma época que el nuestro- referido a la excepcionalidad de la privación de libertad dice que las 
sanciones privativas de libertad que contempla esa ley son de carácter excepcional y que solo podrán 
aplicarse en los casos expresamente previstos en ella y siempre como último recurso. Creo que esto 
también fija por qué no debemos hablar de aumento de la medida máxima de privación de libertad que, 
en nuestro Código, es de cinco años mientras que en el Código chileno hay una diferencia entre cinco 
o diez años, de acuerdo con el tipo de delito. Si nos están hablando de que es una medida de último 
recurso y que debe ser por el plazo más breve que proceda -lo dice la Convención sobre los Derechos 
del Niño, ratificada por nuestro país durante el Gobierno del doctor Lacalle en el año 1990-, creemos 
que sería ir contra la legislación vigente no solo la nacional sino la internacional que ratificó nuestro 
país. 


Entonces, pienso que en estos casos no debemos violentar algunos artículos del Código de 
la Niñez y la Adolescencia, porque es una serie de normas armónicas que consagran garantías y 
derechos para los adolescentes infractores que allí están, modificando alguna norma que puede estar 
en contradicción con alguna otra de tratados internacionales. 


SEÑOR SAYAGUÉS LASO.- En cuanto al tema de los antecedentes, me parece que hay una 
confusión en algunos miembros de la Comisión; en una entrevista previa que tuve con el señor 
Diputado Bango, esa confusión quedó de manifiesto. La norma que prohibe tener en cuenta los 
antecedentes de una persona como adolescente se aplica cuando esa persona llegó a la edad adulta. 
O sea si yo cometí delitos teniendo menos de dieciocho años, cuando cumpla los dieciocho voy a ser 
tan primario como el que nunca pasó por un Juzgado de Adolescentes. 


A nivel de adolescentes, por supuesto que no solo se tienen en cuenta sino que debemos 
hacerlo porque no es lo mismo que venga alguien que es reincidente que otro que no lo es. 


VARIOS SEÑORES REPRESENTANTES.- Nosotros no estamos confundidos. 


SEÑOR SAYAGUÉS LASO..- Inclusive, las Reglas de Beijing establecen distinto tratamiento en un 
caso y en otro. Al reincidente se le puede aplicar privación de libertad en algunos casos que al que no 
es reincidente, por ese mismo delito, no se le puede aplicar. 


Sobre esto también vale insistir un poco más. Esa es una norma intrascendente en el sentido 
de que, antes de existir, ningún Juez Penal tenía en cuenta los antecedentes de alguien que llegara 
con más de dieciocho años; el Juez no tenía en cuenta si había delinquido o no como menor. Si esa 
norma se saca va a ocurrir exactamente lo mismo porque los Jueces se rigen por el principio de 
legalidad, o sea, no pueden hacer nada que una norma no establezca. Entonces, si mañana esa norma 
se deroga y solamente se hace eso, nada va a cambiar en la realidad jurídica de los Jueces Penales. 
Voy a poner un ejemplo que se pueda entender. 


Es como el tema de la prohibición de la utilización de la energía nuclear. Antes de que esa 
prohibición saliera hace unos cuantos años por consenso de todos los Partidos, en Uruguay no había 
emprendimientos de energía nuclear. Si mañana se deroga esa ley que prohíbe la utilización de 
energía nuclear, tampoco ocurrirá nada, salvo que haya normas o acciones concretas que determinen: 
vamos a construir una usina nuclear en tal o cual lugar. 


Con este tema ocurre lo mismo. Si luego de la derogación de ese artículo no se especifica 
que va a tener determinadas consecuencias, no las tendrá. Lo que habrá que decir, además de 
derogarlo, es que la persona que tuvo antecedentes como primario, cuando comete un delito 
excarcelable como adulto, en ese caso será inexcarcelable, o sea que deberá ser procesado con 
prisión o se tomará como un agravante haber tenido antecedentes. Debe haber normas específicas 
que establezcan consecuencias específicas para que eso tenga trascendencia en la realidad y que los 
Jueces lo puedan aplicar. Porque se derogue eso ningún Juez va a bajar del cuarto piso a fin de ver si 


tiene antecedentes para después hacer lo que a él le parezca. Ningún Juez Penal ni ningún Letrado 
puede hacer lo que a él le parezca, sino lo que las normas establecen. 


En cuanto a si es necesario un registro nacional, creo que sí. Tenemos muchos adolescentes 
que delinquen en Ciudad de la Costa, en Canelones, en Pando, etcétera, que llegan a nuestros 
Juzgados y, como no tenemos información, para nosotros son primarios y resulta que tenían 
expedientes, estaban fugados, estaban requeridos por otros Juzgados y no nos enteramos. Sería 
bueno tener eso informatizado y poder conocer la realidad nacional. 


Con relación a la internación compulsiva a la que hacía referencia el señor Diputado 
Michelini, diré que no es un tema que tiene que ver con infractores si alguien viene solamente por ser 
adicto y no por haber cometido delitos para financiar su adicción; en ese caso, no intervenimos 
nosotros sino los Juzgados de Familia especializados 


De todos modos, yo en ese tema tengo una opinión. Atento a que son miles los 
consumidores de pasta base que hay en nuestro país, y hay que distinguir dos categorías: aquellos 
que quieren dejar el consumo y aquellos que no. Además, hay que distinguir otra subdivisión entre 
aquellos que delinquen para financiar su consumo y aquellos que no. 


En la puerta de mi casa más o menos una docena de adictos y viven de las moneditas que 
juntan cuidando coches y con eso, de noche, se compran sus dosis y el vino que usan para bajarlas, 
pero hay otros que delinquen, roban los autos, las carteras, etcétera; entonces, hay que distinguir. 


Entre aquellos que no cometen delitos para financiar su adicción hay que ver quiénes quieren 
dejar y quiénes no. Y a los que quieren dejarla hay que darles oportunidades, pero en este momento no 
las hay. Hay que crear sitios en los que esas personas puedan tratar de dejar la adicción y buscar 
formas de que accedan a eso voluntariamente. Me refiero a equipos de calle integrados por ex adictos 
que los puedan convencer de recibir un tratamiento. Va a ser muy difícil que aquel que no quiera dejar 
vaya a esos lugares. 


Después están los que cometen delitos para financiar su adicción. En los centros de 
privación de libertad habría que separar a esas dos poblaciones, es decir, al adicto que delinquió y 
quiere dejar del adicto que delinquió y no quiere dejar; no pueden estar en el mismo módulo 


Y para aquellos adictos que delinquieron y quieren dejar, tendría que haber tratamientos 
específicos. Lo mismo vale para adolescentes internados por adicción. 


En cuanto a los cambios en la población, también está relacionado con esto. Cuando yo 
ingresé, hace veinte años, los delitos eran otros, eran delitos menores, la rapiña era excepcional. Todos 
los cambios que ha habido en la sociedad, sobre todo a partir de la pasta base, han generado cambios 
en la población. Según los números que hice, dividí la población adolescente infractora en cuatro 
categorías: aquellos que dicen delinquir por razones económicas, aquellos que delinquen para financiar 
su adicción, aquellos que delinquen por primera vez y aquellos que son reincidentes. Estoy en el 
Juzgado de 3er. Turno que comprende a la cuarta parte de Montevideo, o sea que es una muestra 
bastante representativa del total; no creo que se diferencie mucho si tomamos la totalidad del universo. 


De aquellos que delinquen por razones económicas, porque dicen: "Llegué a mi casa y como 
no tenía nada para comer, agarré un cuchillo, me subí al primer ómnibus y lo rapiñé", solamente el 5% 
manifiesta haber delinquido por eso. Un 20% dice que lo hizo para financiar su adicción a la pasta 
base. Un 25% son delincuentes primarios. Es esa población entre 14 y 20 años que no estudia ni 
trabaja. Son jóvenes que terminan la escuela, llegan al liceo, lo abandonan, no hacen nada, quedan a 
la deriva, entonces van a la esquina y dicen: "Vamos a darle al almacén" y le dan. Es gente que, en 
general, tiene familia continente, es decir, padres que trabajan, que vienen al Juzgado y se agarran la 
cabeza y dicen: "¿Cómo puede ser que mi hijo haya hecho esto?". A esos muchachos se les aplican 
medidas no privativas de libertad y, en general, no vuelven al Juzgado. Todos esos adolescentes dicen: 
"Yo no tengo ninguna necesidad. En mi casa no me falta nada. Simplemente, pasó esto". El problema 
es ese otro 50% de reincidentes que se han profesionalizado en esto. Es el caso del célebre "Brandon" 


cuando, según testimonios de la dueña de casa, le dice "Bueno, se portaron muy bien. Este es mi 
trabajo". Es decir que lo tiene asumido como su forma de vida. 


Hay otros informes sociales. 


SEÑOR MOREIRA.- Usted hablaba de un 20% de adictos, prácticamente todos reincidentes y un 25% 
de primarios que no reinciden. También hay un 25% de reincidentes habituales que no son adictos... 


SEÑOR SAYAGUÉS LASO..- Reitero las cifras para que no queden dudas. 


Un 5% dice delinquir por cuestiones socio-económicas, porque está en situaciones de 
extrema pobreza. El 20% delinque para financiar su consumo. Podrá o no volver al Juzgado; en la 
medida en que no deje la adicción, seguro va a volver, En el caso del primer 5% habría que intervenir 
solucionando las cuestiones socio económicas de base que lo llevan a delinquir. En el otro 20%, si no 
se soluciona la adicción, la persona va a seguir delinquiendo. 


En otro 25% de los primarios no hay mayores preocupaciones porque son los que responden 
bien a los programas de libertad asistida y no vuelven al Juzgado. 


El otro 50% -que quizá esté sobrerrepresentado- son los que han hecho de esto su medio de 
vida. Eso ha aumentado enormemente debido a que, como los centros de privación de libertad no son 
para nada continentes, al tener la impunidad garantizada, obviamente, se ven más estimulados a 
delinquir. Si los establecimientos fueran continentes, ese 50% bajaría porque, reitero, está 
sobrerrepresentado; internamos a un adolescente el lunes y el viernes está de vuelta en el Juzgado. Yo 
tengo gurises que en el lapso de un año han incurrido en seis expedientes, se les han iniciado seis 
causas por una o más rapiñas. Si esa persona hubiera cumplido la primera medida, no tendría el resto 
de los expedientes, estaría privada de libertad o se habría reinsertado socialmente. 


Hasta la crisis de 2002, los delitos contra la propiedad -que son el 85% del total y es el 
porcentaje en el que podemos incidir; el otro 15% son homicidios, lesiones o violaciones, que son 
constantes- estaban compuestos por un 60% de hurtos y un 40% de rapiñas. Hoy eso ha cambiado 
sustancialmente. Según cifras del Poder Judicial publicadas en su página web, los adultos cometen 
cuatro hurtos por cada rapiña, existen cuatros condenas por hurto por cada rapiña. En el caso de los 
adolescentes es exactamente al revés: hay cuatro condenas por rapiña por cada condena por hurto. Es 
decir que se ha dado vuelta totalmente la estadística. Pero no solo es porcentualmente. En números 
absolutos las rapiñas cometidas por adolescentes equiparan las cometidas por los adultos, en el orden 
de 400 a 500 anuales, lo cual no condice con el resto de los delitos; la relación de delitos cometidos por 
adultos y adolescentes es de seis a uno; sin embargo, en las rapiñas están uno a uno. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quisiéramos contar con esta información por escrito porque no quiero entrar 
en una discusión con usted ahora pero observo que estas cuatro categorías que ha planteado no son 
excluyentes. En estas cifras hay serios problemas de construcción. Antes de dar por bueno esto me 
gustaría ver el informe en que se apoya, más allá de las cuestiones de representatividad que usted 
alegaba, que es otra cuestión. Estas categorías no son excluyentes. Me gustaría ver el informe porque 
corremos el riesgo de que algunas versiones taquigráficas estén dando cifras que podrían inducir a 
error y alarma pública. Como por mi profesión algo de esto entiendo, me gustaría primero contar con el 
informe que usted tiene y tener la oportunidad de conversar personalmente porque adelanto que hay 
serios problemas de construcción en lo que ha dicho. 


SEÑOR PAYSSÉ.- Como aclaraba el doctor Sayagués Laso, estos son datos que él extrae de su 
Juzgado. No hay estadísticas en la Defensoría ni en los otros despachos. 


Son datos personales del Juzgado del doctor Sayagués Laso. Lo digo porque él mismo lo 
recalcó. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Más allá de dónde vienen, la tipología tiene serios problemas de construcción. 


SEÑOR CARDOSO (don Germán).- Me parece que no corresponde dar un debate de esta naturaleza 
delante de los invitados. 


El ánimo de la Comisión es invitar a las partes que operan en el sistema para que expongan 
con libertad. Después la Comisión podrá discutir las cifras y analizar por dónde queremos encarar las 
soluciones. Me parece que no está bien que llamemos la atención a los invitados para condicionar de 
alguna manera lo que están exponiendo. No me parece que sea el camino adecuado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si se interpretó lo que dije como una intromisión o un intento de criticar la 
exposición, no fue así en ningún momento. Por eso le pedí conocer el informe del que extrajo los datos 
para conversar y no comenzar una discusión aquí. Por una cuestión de seriedad y responsabilidad dije 
que observo un problema. Sin ningún tipo de dudas el doctor puede seguir sosteniendo lo que dice, 
simplemente, quiero que conste lo que manifesté en la versión taquigráfica. Me parece que la 
utilización de esos datos, más allá de que cada uno los defienda, puede dar lugar a distintas 
interpretaciones. Está muy lejos de mi ánimo coartar las posibilidades de que los invitados hablen, sin 
embargo, esos datos pueden generar alarma pública. 


SEÑOR CARDOSO (don Germán).- De todos modos, dejemos que los invitados expongan con 
libertad. 


SEÑOR MOREIRA.- Simplemente, quiero poner de manifiesto que las cifras que está dando el doctor 
Sayagués Laso son casi coincidentes con las que brindó el Ministro del Interior cuando dijo, con 
claridad, que el 46% de las rapiñas las cometen menores infractores. Estas cifras son coincidentes y 
están reflejando un porcentaje de reincidencia prácticamente igual al de los mayores. Como no hay 
cifras, este análisis es importante para nosotros en la elaboración de proyectos de ley. Me importan 
estas apreciaciones porque coinciden, en términos generales, con las del Ministro del Interior y no con 
las del representante de la UNICEF, que habló de cifras sideralmente opuestas. Son elementos de 
juicio que, en lo personal, me resulta muy valioso escuchar. 


SEÑOR MICHELINI.- Quiero dejar dos constancias. 


En primer lugar, tanto nos interesa el testimonio de los Defensores de Oficio, que la pregunta 
vivencial la realizó el oficialismo, solicitando que nos contaran su experiencia. Nos importa porque 
están en el mostrador, están en la primera línea de trabajo en el tema. 


En segundo término, respaldo las afirmaciones del señor Presidente, que me parecieron 
pertinentes porque en ningún momento sugirió coartar la libertad de expresión de los invitados. 
Simplemente, se hizo una apreciación y surgió del intercambio que era información de su Juzgado y 
que no hay cifras oficiales de toda la Defensoría, no solo a nivel de Montevideo sino a nivel nacional. 
Es bien interesante, porque parte de los consensos a los que hemos llegado tiene que ver con el hecho 
de que no hay cifras y eso es sustantivo a los efectos de la generación de políticas a mediano y largo 
plazo. 


SEÑOR SAYAGUÉS LASO.- En primer lugar, quiero aclarar que las cifras fueron bajadas de la 
página web, de donde tengo un estudio hecho, que salió publicado en los diarios. De allí sale esta 
relación de cuatro a uno entre rapiñas y hurtos cometidas por adolescentes y la relación exactamente 
inversa de uno a cuatro de rapiñas a hurtos cometidas por adultos. 


SEÑOR ORRICO..- Pediría al doctor Sayagués Laso que aclarara. En realidad lo que está diciendo está 
bien, pero estamos hablando de números distintos. Son muchísimas más las rapiñas cometidas por 
adultos que por adolescentes. Entonces, tendríamos que llegar a la conclusión de que los Juzgados no 
están condenando adecuadamente, porque las cifras del Poder Judicial no coinciden con esos datos. 


SEÑOR SAYAGUÉS LASO.- Esas cifras las saqué de la página web del Poder Judicial. 
Lamentablemente el estudio no lo traje, pero las condenas por rapiñas cometidas por adultos estaban 
en el orden de quinientas y por adolescentes eran aproximadamente cuatrocientas ochenta; 
prácticamente idénticas. La relación cuatro a uno también está sacada de allí. Con mucho gusto le 


puedo alcanzar al señor Diputado ese estudio en el que están indicadas las fuentes de donde se 
extrajeron los datos que, además, son accesibles para cualquier persona. 


SEÑOR GANDINI.- Entonces, se trata de datos oficiales, objetivos. No son de su Juzgado, 
administrativos ni personales. 


SEÑOR SAYAGUÉS LASO..- Son nacionales; son las estadísticas publicadas. 
SEÑOR GANDINI.- ¿Tanto a nivel de adultos como la que da a nivel de adolescentes? 


SEÑOR SAYAGUÉS LASO..- Son datos del Poder Judicial en los que se comparan años comparables; 
el año 2008 con el 2008, 2009 con 2009, hasta donde fueron publicadas. 


El estudio aclara las fuentes y se lo puedo hacer llegar a la Comisión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Yo tengo el estudio en mi despacho, pero ¿podría repetir las cifras para que 
quedara bien claro? 


SEÑOR SAYAGUÉS LASO.- Tomando en cuenta todo el universo de delitos, la relación entre delitos 
cometidos por adultos y por adolescentes es de seis a uno. Por cada seis delitos que comete un adulto, 
un adolescente comete uno. Dentro de esos delitos, en el caso de los adolescentes, el 85% son delitos 
contra la propiedad, hurtos y rapiñas; el otro 15% son de otra naturaleza, homicidios, lesiones, 
etcétera. En el caso de los adultos el porcentaje es menor, creo que alrededor del 70% son delitos 
contra la propiedad. Obviamente cometen delitos que los adolescentes no, por ejemplo, falsificación, 
estafa, delitos económicos, etcétera. 


Me voy a remitir a los delitos contra la propiedad, básicamente hurtos y rapiñas, tanto en 
adultos como en adolescentes. Hay alrededor de cien mil hurtos y diez mil rapiñas denunciadas por 
año, es decir que la relación es de uno a diez, pero por lo general el hurto no se denuncia o no se 
busca a quien lo cometió. Pero la relación de condenados es de cuatro a uno. En los adultos se 
condena a uno por rapiña y a cuatro por hurto. La relación que yo dije de seis hurtos por cada cuatro 
rapiñas se invirtió luego de que la tentativa de hurto se despenalizó y la rapiña se generalizó porque los 
adolescentes entran y salen, reinciden de forma que no puede hacer un adulto. Un adulto es 
procesado, condenado por rapiña, y durante cinco años no comete un delito. Un adolescente es 
condenado por rapiña y en ese mismo año puede cometer seis delitos más, tener seis expedientes 
más. Eso es lo que explica la igualdad en términos absolutos -que surge de las estadísticas oficiales- 
entre las rapiñas cometidas por los adultos -aproximadamente quinientas- y las cometidas por los 
adolescentes. 


La relación se invirtió en los adolescentes: por cada hurto se procesa o condena cuatro 
rapiñas. Si el INAU cerrara la puerta de salida, bajaría la cantidad de rapiñas cometidas por 
adolescentes en términos absolutos y relativos. Se debería repenalizar la tentativa de hurto, con las 
limitaciones que establecemos acá para que no se prive de libertad a los que cometen hurto tentado ni 
a los que cometen hurto consumado. Esto no está prohibido y hay Jueces del interior que por un hurto 
consumado en un almacén le dan un año de privación de libertad; acá en la primera rapiña le damos 
seis meses de libertad asistida y recién en la segunda se le aplica privación de libertad. En el interior 
hay Jueces que por un hurto los condenan a un año de privación de libertad, lo que no se hace ni con 
un adulto. Entonces, acá cerramos tajantemente esa posibilidad; no nos interesa si fue tentado o 
consumado. Por hurto no se puede privar de libertad a nadie; si es reincidente, la privación de libertad 
-que siempre es una posibilidad y nunca un deber- está topeada en sesenta días máximo. La idea es 
que primero sean treinta días y en la segunda reincidencia sean sesenta y de ahí en adelante siempre 
sesenta, pero nunca más de eso. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quisiera saber si entendí bien. En los adultos, ¿la relación entre hurtos y 
rapiñas va a favor del hurto y hace que sean menores las rapiñas porque el hurto está penado? En la 


medida en que no está penada la tentativa de hurto en los adolescentes, ¿gana el peso específico de 
la rapiñas, además de las fugas? Entonces, ¿qué podemos esperar en la relación de homicidios? 


SEÑOR SAYAGUÉS LASO.- Es constante en ambas áreas. 

SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Es constante y no baja? 

SEÑOR SAYAGUÉS LASO..- La diferencia se da en los delitos vinculados al narcotráfico. 
(Diálogos.) 
Hay muchos más adultos que adolescentes vinculados a los delitos de narcotráfico. 
He hecho estudios que no tengo problemas en enviarles por mail. 


Ha habido cambios en la población. Si mañana se cerrara la puerta del INAU y se 
considerara el hurto como lo que es, o sea, un delito, quizás volviéramos a la relación que había antes 
del 2000: un 60% de hurto contra un 40% de rapiñas. 


SEÑOR VIERA.- Todos tenemos claro que en el SEMEJI no hay contención adecuada para los 
menores infractores. Usted hizo una denuncia muy importante y grave en la prensa; manifestó que no 
solamente no hay contención y se fugan los menores, sino que habría una especie de código en los 
funcionarios que podrían llegar a darles un tiempo de veinte minutos, cuando recién son recluidos los 
menores, para que se vayan o se queden. Me gustaría que nos explicara eso en la Comisión para que 
nos quedara claro. 


SEÑOR SAYAGUÉS LASO.- No quisiera extenderme sobre ese tema y voy a decir por qué. 


Fueron declaraciones que generaron mucha polémica y se extrajeron conclusiones que no 
tenían nada que ver con lo que dije. Yo me he tomado el trabajo de aclararlo enviándole una carta a 
Emiliano Cotelo, que tuvo la deferencia de colocarla en su página web, titulada "Fugas y Alternativas", 
en la que explico el porqué de esas declaraciones y cuál es la situación de las fugas. También planteo 
una alternativa a la privación de libertad, que creo que es el otro problema serio que tenemos. Me 
remito a ella, ya que allí está expresado mi pensamiento con absoluta fidelidad y exactitud, también 
para no quitarle tiempo a la Comisión. 


Si me permiten, aclaro el tema de las cifras personales. El señor Diputado Orrico expresaba 
que esas categorías no son excluyentes. Es cierto; se pueden trazar otras categorías. Podemos 
dividirlos entre rubios o morochos, los que son altos o bajos. ¿Por qué elegí esas cuatro categorías y 
no otras? Porque permiten hacer una lectura de la realidad tomando cosas significativas. Por ejemplo, 
quien delinque para financiar su adicción a la pasta base, comete rapiñas callejeras. Toma un vidrio, 
amenaza a alguien, le pide el celular y va corriendo a la boca para conseguir droga. Jamás va a 
cometer una rapiña a un Abitab o Redpagos con arma de fuego. ¿Por qué? Porque vendió el arma 
para conseguir la droga para fumar. Además, no le da la cabeza, ni el cuerpo para salir corriendo. En 
cambio, los que cometen esa otra clase de delitos, como los relacionados con los Abitab, los 
secuestros exprés, etcétera, no fuman. Fumarán marihuana u otra cosa, pero no fuman pasta base, 
son profesionales. Entonces, ¿por qué marcar la línea divisoria? Porque para mí por allí está la 
diferencia entre uno y otro. Lo mismo sucede con los primarios. Los primarios no han hecho de eso su 
hábito de vida. Son absolutamente recuperables. Es más: aún no se han transformado en delincuentes. 
Simplemente están ociosos, no tienen nada que hacer, los padres -muy ocupados en atender a los 
otros hijos o en trabajar dieciocho horas por día- de pronto descubren que su hijo solo no iba a 
empezar a trabajar sino que precisaba que alguien lo acompañara o lo indujera y se dan cuenta 
cuando llegan al Juzgado. Yo siempre digo a esos padres: "Usted no es responsable del hecho que 
cometió su hijo. La rapiña que se mandó, se la mandó él y él va a responder por eso. Pero usted sí es 
responsable de no haber tomado a tiempo las medidas para que su hijo no estuviera a la deriva. 


Debería haberlo inducido a estudiar o a trabajar en algo". Los que están a la deriva terminan en el 
Juzgado de adolescentes más tarde o más temprano. 


Termino con los cambios en la población con una simple referencia. Cuando empezó el tema 
de la pasta base, allá por el año 2002, eran un 40% de la población total. Ahora tenemos un 20%. 
¿Qué pasó? ¿Bajó el número de consumidores? No, aumentó. Lo que pasa es que en la división que 
hago, los reincidentes, en la medida en que entran y salen permanentemente y tienen garantizada la 
impunidad, vuelven a cometer los delitos, obviamente, eso está sobrerrepresentado. El día en que se 
cierre la canilla, probablemente suban los de pasta base y bajen los reincidentes, o sea, los 
profesionales. 


Paso a las preguntas del Diputado Bango, en cuanto al informe de UNICEF, la relación con 
los defensores, las visitas y el tema de los allanamientos. 


Como decía el doctor Payssé, las visitas están registradas. Se puede ver allí, en un doble 
registro, si las hacemos o no en fecha. ¿Por qué los adolescentes pueden tener la certeza de que no 
son visitados por los defensores? Por la sencilla razón de que como la población es tan variable, nunca 
vemos al mismo adolescente en cada visita. Hacemos visitas cada dos meses y cada vez hay que 
hacer la lista de vuelta. Es más: he pedido a los hogares que me manden la lista de mis defendidos un 
lunes y cuando voy, el viernes, son otros; los que estaban en la lista del lunes ya no están y hay otros 
que no estaban. Además, ver a un defendido en la visita de febrero y volverlo a ver en la de abril es 
casi una coincidencia, es un hecho excepcional, salvo el caso de los que tienen largas condenas y en 
centros cerrados. Entonces, ver dos veces un mismo defendido depende de si justo le emboqué, pero 
probablemente lo vea una sola vez al año y, tal vez, nunca, porque hacemos la visita un día y vemos a 
los que están, si al día siguiente fue detenido de nuevo, nosotros no lo vamos a ver y cuando le 
pregunten si vio a su defensor, va a contestar que no, aunque si se suman los períodos que estuvo 
detenido, capaz que fueron muchos meses. Téngase presente que el 85% de los adolescentes -según 
ese estudio- llevan privados de libertad menos de seis meses, y sumando "puchitos"; perdóneseme la 
expresión. Entonces, en seis meses ¿cuántas veces nos podrían haber visto? Dos veces, y es 
bastante improbable que justo las dos veces que fuimos estuvieran allí. Eso explica un poco ese tema. 


También cabe señalar, aunque las cifras son cuestionables, que alrededor de un 50% o 60% 
de los menores no sabían quién era el Juez. Podrán no saber el nombre, como muchas veces no 
saben el nuestro, pero seguramente vieron al Juez porque ningún adolescentes es procesado y mucho 
menos condenado sin la presencia del Juez porque, de lo contrario, el procedimiento es nulo. 
Entonces, todos vieron al juez; que no recuerden el nombre es otro tema, pero que el 50% o u 60% 
diga que no sabe quién es el juez, dando lugar a pensar que no han visto nunca al Juez, bueno..., 
seguramente, tampoco saben quién es el Presidente de la República, etcétera. 


En cuanto a los allanamientos, quiero decir que esas cifras deben ser reales. Hay que 
distinguir entre allanamientos totales y allanamientos parciales. Allanamiento total es cuando estoy de 
acuerdo con la tipificación que hace el fiscal y la sanción que solicita. Allanamiento parcial es cuando 
estoy de acuerdo con la tipificación, pero no con la sanción. El número de allanamientos totales, sin 
duda es elevado. ¿Por qué? Porque los delitos que cometen los adolescentes son bien sencillos y la 
prueba se recaba toda en la audiencia inicial. Si rapiñó a alguien con un cuchillo en la calle, viene la 
víctima, lo detienen, le encuentran las pertenencias de la víctima, el adolescente confiesa el delito, 
viene el aprehensor y el testigo, ¿qué duda puede haber sobre eso? ¿Qué va a decir el defensor? 
¿Qué no es responsable, cuando el propio adolescente dice que lo es? En lo que podremos discrepar 
es en la sanción. En lo personal, discrepo o no dependiendo de la Fiscalía. En el caso de la doctora 
Malet, es muy excepcional que objete y no me refiero solo a la tipificación, que, en general, no la objeto 
con nadie porque estamos todos de acuerdo en qué es delito y al tema de los agravantes no le doy 
ninguna trascendencia. No entro en la discusión de si los agravantes se computan o no; lo que me 
importa es la sanción; el resto es un tema de disquisición teórica. Para mí eso no tiene ninguna 
relevancia porque acá no hay penas establecidas. Si no computan los agravantes y piden un año de 
privación de libertad me voy a oponer, pero si se computan los agravantes y por ese mismo hecho me 
da seis meses, voy a estar de acuerdo. Entonces, para mí ese tema es irrelevante. Reconozco que lo 
discutan los teóricos; está muy bien. Desde el punto de vista de la práctica, no gasto tinta en discutir 
ese tema. Decía, que con la doctora Malet, en general, no solo estoy de acuerdo en la tipificación sino 
hasta con las sanciones que pide porque es muy razonable y sensata a la hora de pedir. Y con el 


doctor Zubía, que también estuvo acá, con quien tengo una excelente relación, en el 90% de los casos, 
me opongo a la sanción por ser exagerada o excesiva, a mi juicio. Entonces, hago allanamientos 
parciales. Reconozco la tipificación, el delito está probado, no cabe duda, y me opongo a la sanción o 
pido un abatimiento de la sanción que pide. 


En cuanto a la prueba, en el 99% de los casos está. ¿Por qué? Por la sencilla razón de que 
si no existe la plena prueba en la audiencia preliminar no los procesamos porque sabemos que 
después no la vamos a conseguir. El testigo o la víctima que no vino a la audiencia preliminar, no va a 
venir después. Entonces, archivamos ese asunto. Es más: si hubiera dudas o no sobre la comisión del 
delito, objetaríamos en la propia audiencia preliminar, apelaríamos el auto de procesamiento, pero si no 
lo hacemos es porque consideramos que está toda la prueba. Entonces, ¿cómo nos vamos a oponer 
después en la contestación de la acusación fiscal? Sería una contradicción con nosotros mismos. 


Entonces, todos esos análisis exteriores, tienden a dar explicaciones que no son las reales. 
Además, eso es agarrar cifras. Se insinúa que hay una mala defensa por parte de los defensores 
públicos, yo no puedo hablar por todo el mundo, habrá algunos que trabajan mejor y otros, peor, como 
en todos lados. Pero habría que ver expediente por expediente y decir: "Acá no había prueba y el 
defensor público allanó". Ese análisis no se hace; el análisis es externo. Entonces, que me traigan 
expediente por expediente y discutimos si el allanamiento estuvo o no justificado. Eso es lo único que 
sería relevante. 


Entonces, creo que el tema de los allanamientos quedó claro. En cuanto a las reincidencias, 
cabe decir que ese 50% de reincidentes no es comparable con las cifras penales. El 70% de 
reincidentes en materia de adultos es gente que cumple la pena, sale y vuelve a la cárcel por la 
comisión de otros delitos. Eso sucede con siete de cada diez. Acá la reincidencia se da antes de haber 
pagado una sola pena. Como conté, algunos entran el lunes y el viernes están de vuelta en el juzgado. 
Entonces, la reincidencia se da, no propiamente dicha, porque buena parte de las veces, no se les 
llega a dictar sentencia. Cuando se va a dictarle la sentencia, el menor ya no está y, entonces, queda 
con causas abiertas. Luego, todas esas causas abiertas se unifican en una sola medida, cuando se 
puede, pero en general no se puede. 


En cuanto a la tentativa, tenemos distintas opiniones, no solo con el doctor Payssé sino con 
otras personas. En el trabajo que presento acá, escrito hace cinco años, doy las razones por las cuales 
estaba en contra de la despenalización de la tentativa de hurto. Si vamos a hablar de despenalización 
de delitos graves, quisiera que me pusieran algún otro ejemplo de tentativa de delito grave cometida 
por adolescente; seguramente no encuentren otro. Yo me puse a pensar y no lo encontré. Entonces, 
estamos hablando de la despenalización de la tentativa de hurto, pero hay que hablar de 
despenalización de delitos graves. Tengo un ejemplo -lamentablemente no traje la documentación- de 
un adolescente que se dedicaba al arrebato y al hurto de autos. Cuando llegó al Juzgado por primera 
vez tenía treinta y seis anotaciones, detenciones policiales: hurto a turista, hurto de vehículo, hurto a 
transeúnte. Cuando le preguntamos por qué robaba, nos enteramos que no robaba por la pasta base 
ni por nada por el estilo. Vivía en una pensión en la Ciudad Vieja y nos dijo claramente: "Lo que pasa 
es que empecé a comprarme ropa, luego el ropero, luego la televisión y ahora estoy ahorrando para el 
DVD". O sea: en la medida en que hay impunidad, obviamente, lo transformó en su medio de vida. 
Lamentablemente, cuando ese adolescente llegó a los diecisiete años de edad, estaba más gordo, ya 
no le daba para correr y se mandó una rapiña, y ahí por primera vez estuvo privado de libertad. 
Además, no es que hubiera cometido treinta y seis delitos, sino que en treinta y seis oportunidades lo 
agarraron y lo liberaron. Recién en el treinta y siete lo trajeron al Juzgado. Si a este lo hubiéramos 
agarrado de entrada y se hubiesen tomado medidas seguramente no hubiera cometido los otros treinta 
y cinco delitos y hoy no estaría preso -como debe estar- en el COMCAR. 


SEÑOR ORRICO.- Perdón, quiero hacer una pregunta. 


Realmente, no entiendo. El individuo vivía del hurto, tiene treinta y seis anotaciones por hurto 
y robó efectivamente treinta y seis veces. Lo que el Código de la Niñez y la Adolescencia impide juzgar 
es la tentativa de hurto, no el hurto. Por lo tanto, no entiendo cómo es que ante esa reiteración resulta 
ser que se está juzgando, no como si fuera hurto sino como que fuera tentativa. Si es hurto, es un hurto 
consumado: se apropió de cosa ajena mueble, que eso es hurto; se apropió. Ahora, si la agarró, salió 


corriendo y lo agarraron es tentativa Ahí, estamos de acuerdo. Podríamos estar de acuerdo o no si la 
tentativa está bien o mal; ese es otro problema. Pero, honestamente, no entiendo el ejemplo. 


SEÑOR SAYAGUÉS LASO.- Le voy a responder con mucho gusto. 


Si uno comente un hurto hay tres posibilidades: que la policía no lo detenga nunca, en cuyo 
caso queda impune; que lo detengan en el momento en el que está consumando el delito, o bien 
agarró la cartera y a los pocos metros, sin que lo hayan perdido de vista, lo detienen y, en ese caso, 
es tentativa. Allí, el Juez tiene que dar la orden de que ni siquiera lo trasladen al Juzgado, exactamente 
igual que si lo hubieran detenido por jugar a la pelota. Y la tercera posibilidad es que sea el hurto 
consumado: arrebató la cartera, se fue, y después lo detiene la policía. En este caso, en general, el 
hurto queda impune, no porque lo diga la ley, sino porque esa persona ya no tiene en su poder la 
cartera o los efectos robados porque se deshizo de ellos, y va a faltar prueba para procesarlo y el Juez 
ni siquiera lo trae. Entonces, dice: "¿Le encontraron algo?" "No". "¿Él acepta o niega?". "Niega". 
"Bueno, ta, déjelo". 


Penalizar la tentativa de hurto en realidad es penalizar el hurto, y despenalizar la tentativa de 
hurto es despenalizar el hurto. Eso explica las cifras que existen: pasamos de un 60% de hurtos y 40% 
de rapiñas a una relación de cuatro a uno, es decir, 80 a 20. La explicación es esa. 


En cuanto al órgano colegiado para una fase transitoria entre lo que hoy es el SEMEJI y lo 
que sería ese nuevo Instituto podría admitirse si estamos hablando de instrumentar la creación de ese 
nuevo Instituto porque hay muchos temas para resolver. En estos momentos hay un solo 
Departamento Contable, un solo Departamento Jurídico, un solo Departamento de Salud. Si vamos a 
crear un nuevo Instituto tendríamos que separar los recursos y todo eso. Entonces, si es como etapa 
transitoria, estaría de acuerdo, pero una vez creado el nuevo Instituto entiendo que la dirección debe 
ser unipersonal. ¿Alguien concebiría que la Dirección Nacional de Cárceles fuese dirigida por un 
organismo tripartito, integrado por tres representantes políticos? Entiendo que si se quiere dar respaldo 
político o parlamentario a quien gestione ese Instituto, fenómeno: debe exigírsele, como al 
Comisionado Parlamentario de cárceles, doctor Garcé, que tenga un respaldo del Senado, una 
mayoría especial y que rinda cuentas al Parlamento. Eso me parece excelente. Pero poner tres 
dirigentes políticos a dirigir un Instituto de esta naturaleza sería condenarlo al fracaso desde el inicio. 


Creo que el tema de los antecedentes quedó claro respecto al plazo de prescripción. En 
cuanto a si es necesario ampliarlo o no, yo creo que no, y voy a explicar por qué. El plazo de 
prescripción se interrumpe: cada vez que el Juez libra una orden de captura, una requisitoria, se 
interrumpe. Hace unos días vino uno al Juzgado y pregunté de cuándo era ese expediente. ¿De hace 
dos años? Bueno, ¡prescribió! Buscaron los datos y me dijeron que no, que se había interrumpido la 
prescripción porque en cierta fecha se había enviado la requisitoria. 


Por lo tanto, no habría necesidad de ampliar. 
Nada más. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión agradece a la delegación el extenso tiempo que nos han 
dedicado. Todas las opiniones han sido muy ricas y nos han dado muchos insumos para el trabajo que 
debemos hacer. 


En los próximos días podrán tener las conclusiones de esta Comisión y, seguramente, con 
algunos de ustedes estaremos intercambiando opiniones a efectos de profundizar en la información 
que nos han dado. 


Muchas gracias. 


Se levanta la sesión. 


(Es la hora 17 y 50.) 
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